
 

Aclaraciones del editor: Hemos hecho el recorte de modo tal de dejar sólo 
todo aquello que considerábamos imprescindible leer para comprender el 
fallo. Se han agregado algunos breves comentarios en notas a pie con 
asterisco y en el texto de la nota la advertencia [Comentario agregado]. 
Los números de las notas a pie de la sentencia no coinciden con las 
originales, así que las referencias internas entre notas no son correctas. 
 

 
 

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
 
 

CASO RICARDO CANESE VS. PARAGUAY 
 
 

SENTENCIA DE 31 DE AGOSTO DE 2004 
 
 
 
 
 
En el caso Ricardo Canese,  
 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Corte”, “la Corte 
Interamericana” o “el Tribunal”), integrada por los siguientes jueces*: 
 

Sergio García Ramírez, Presidente; 
Alirio Abreu Burelli, Vicepresidente; 
Oliver Jackman, Juez; 
Antônio A. Cançado Trindade, Juez;  
Manuel E. Ventura Robles, Juez; 
Diego García-Sayán, Juez, y 
Emilio Camacho Paredes, Juez ad hoc; 

 
presentes, además, 
 

Pablo Saavedra Alessandri, Secretario, y 
Emilia Segares Rodríguez, Secretaria adjunta, 

 
de conformidad con el artículo 63.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”) y los artículos 
29, 56 y 58 del Reglamento de la Corte (en adelante “el Reglamento”)1, dicta la 
presente Sentencia.  
 

                                                 
*  La Jueza Cecilia Medina Quiroga se excusó de conocer el presente caso, de conformidad con los 
artículos 19 del Estatuto y 19 del Reglamento de la Corte. 
 
1  La presente Sentencia se dicta según los términos del Reglamento aprobado por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en su XLIX Período Ordinario de Sesiones mediante Resolución de 
24 de noviembre de 2000, el cual entró en vigor el 1º de junio de 2001, y según la reforma parcial 
aprobada por la Corte en su LXI Período Ordinario de Sesiones mediante Resolución de 25 de noviembre 
de 2003, vigente desde el 1º de enero de 2004. 
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I 

INTRODUCCIÓN DE LA CAUSA 
 

1. El 12 de junio de 2002 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en 
adelante “la Comisión” o “la Comisión Interamericana”) sometió ante la Corte una 
demanda contra el Estado del Paraguay (en adelante “el Estado” o “el Paraguay”), la 
cual se originó en la denuncia Nº 12.032, recibida en la Secretaría de la Comisión el 
2 de julio de 1998.  
 
2. La Comisión presentó la demanda con base en el artículo 61 de la Convención 
Americana, con el fin de que la Corte decidiera si el Estado violó los artículos 8 
(Garantías Judiciales), 9 (Principio de Legalidad y de Retroactividad), 13 (Libertad de 
Pensamiento y de Expresión) y 22 (Derecho de Circulación y de Residencia) de la 
Convención Americana, todos ellos en conexión con el artículo 1.1 (Obligación de 
Respetar los Derechos) de dicho tratado, en perjuicio del señor Ricardo Nicolás 
Canese Krivoshein (en adelante “Ricardo Canese”, “el señor Canese” o “la presunta 
víctima”), debido a la “condena y las restricciones para salir del país, impuestas al 
Ingeniero Ricardo Canese […] como consecuencia de manifestaciones hechas 
mientras era candidato presidencial”.  Según los hechos denunciados por la Comisión 
Interamericana, en agosto de 1992, durante el debate de la contienda electoral para 
las elecciones presidenciales del Paraguay de 1993, el señor Ricardo Canese 
cuestionó la idoneidad e integridad del señor Juan Carlos Wasmosy, también 
candidato a la presidencia, al señalar que “fue el  prestanombre de la familia 
Stro[e]ssner en CONEMPA” (Consorcio de Empresas Constructoras Paraguayas) (en 
adelante “CONEMPA”), empresa que participó en el desarrollo del complejo 
hidroeléctrico binacional de Itaipú, cuyo presidente, al momento de las 
declaraciones, era el señor Wasmosy.  Dichas declaraciones fueron publicadas en 
varios periódicos paraguayos. La Comisión señaló que a raíz de estas declaraciones y 
a partir de una querella presentada por algunos socios de la empresa CONEMPA, 
quienes no habían sido nombrados en las declaraciones, el señor Canese fue 
procesado, el 22 de marzo de 1994 fue condenado en primera instancia y, el 4 de 
noviembre de 1997, fue condenado en segunda instancia por el delito de difamación 
a una pena de dos meses de penitenciaría y a una multa de 2,909,000 guaraníes 
(“equivalentes a [...] US$1.400”). Además, la Comisión señaló que como 
consecuencia del proceso penal en su contra, el señor Canese fue sometido a una 
restricción permanente para salir del país, la cual fue levantada solamente en 
circunstancias excepcionales y de manera inconsistente.  
 
3. Asimismo, la Comisión solicitó a la Corte que, de conformidad con el artículo 
63.1 de la Convención, ordenara al Estado que adopte determinadas medidas de 
reparación indicadas en la demanda.  Por último, solicitó a la Corte Interamericana 
que ordenara al Estado el pago de las costas y gastos generados en la tramitación 
del caso en la jurisdicción interna y ante los órganos del Sistema Interamericano. 
 
 

II 
COMPETENCIA 

 
… 
 
 

 



 3 

III 
PROCEDIMIENTO ANTE LA COMISIÓN 

 
5.  El 2 de julio de 1998 el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional, el 
Sindicato de Periodistas del Paraguay (SPP), el Sindicato de Trabajadores de la 
Administración Nacional de la Electricidad (ANDE) y los abogados Pedro Almada 
Galeano, Alberto Nicanor Duarte y Carlos Daniel Alarcón (en adelante “los 
peticionarios”), presentaron una denuncia ante la Comisión Interamericana, con base 
en la supuesta violación, por parte del Paraguay, de los artículos 8 y 22 de la 
Convención Americana, “contra la persona de Ricardo Canese, excandidato a la 
Presidencia de la República del Paraguay, al negársele la salida del territorio 
nacional[, …] por causa de un proceso por difamación y calumnia (injuria) […] por 
declaraciones hechas en campaña electoral contra el entonces también candidato 
Juan Carlos Wasmosy”, el cual fue iniciado por los socios empresarios de este último.  
 
… 
 
10.  El 28 de febrero de 2002 la Comisión, de conformidad con el artículo 50 de la 
Convención, aprobó el Informe No. 27/02, mediante el cual recomendó al Estado:  
 

1. Levantar las acusaciones penales que existen en contra del señor Ricardo Canese. 
 
2. Levantar las restricciones impuestas al señor Canese para ejercer su derecho de 
circulación. 
 
3. Reparar al [s]eñor Canese mediante el pago de la correspondiente indemnización. 
 
4. Tom[ar] las medidas necesarias para prevenir que estos hechos se repitan en el 
futuro. 

 
11. El 13 de marzo de 2002 la Comisión transmitió el informe anteriormente 
señalado al Estado y le otorgó un plazo de dos meses, contado a partir de la fecha de 
su transmisión, para que informara sobre las medidas adoptadas para cumplir con 
las recomendaciones formuladas.  El 23 de mayo de 2002 el Estado presentó su 
respuesta al Informe No. 27/02 (supra párr. 10).  
 
12.  El 12 de junio de 2002 la Comisión sometió el presente caso a la jurisdicción 
de la Corte.  
 
 
 
 
 

IV 
PROCEDIMIENTO ANTE LA CORTE 

 
13.  El 12 de junio de 2002 la Comisión presentó la demanda ante la Corte (supra 
párr. 1), en la cual designó como delegados a los señores José Zalaquett y Santiago 
A. Canton, y como asesores legales a los señores Ariel Dulitzky y Eduardo Bertoni. 
 
14. El 2 de julio de 2002 la Secretaría de la Corte (en adelante “la Secretaría”), 
previo examen preliminar de la demanda realizado por el Presidente de la Corte (en 
adelante “el Presidente”), la notificó al Estado, junto con sus anexos, y le informó 
sobre los plazos para contestarla y designar su representación en el proceso.  Ese 
mismo día la Secretaría, siguiendo instrucciones del Presidente, informó al Estado de 
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su derecho a designar un juez ad hoc para que participara en la consideración del 
caso.  
 
15.  El  2 de julio de 2002, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35.1 
incisos d) y e) del Reglamento, la Secretaría notificó la demanda al Centro por la 
Justicia y el Derecho Internacional (en adelante “CEJIL” o “los representantes”), en 
su condición de denunciante original y de representante de la presunta víctima, y se 
le informó que contaba con un plazo de 30 días para presentar su escrito de 
solicitudes, argumentos y pruebas (en adelante “escrito de solicitudes y 
argumentos”).  
 
16. El 22 de julio de 2002 la Secretaría informó a la Comisión que en el objeto de 
la demanda presentada por la misma, en la página 2, párrafo 6, se hizo referencia a 
los artículos 1, 8, 9, 13 y 25 de la Convención Americana, mientras que en el resto 
de la demanda se señaló el artículo 22 en lugar del artículo 25 de dicho tratado, por 
lo que le solicitó la aclaración correspondiente.  El 26 de julio de 2002 la Comisión 
remitió una nota, mediante la cual informó que dicha diferencia en la demanda se 
debió a un error “de tipo mecanográfico”, por lo que en la página 2, párrafo 6, debía 
leerse “artículo 22”.  
 
17. El 16 de agosto de 2002, después de haber solicitado una prórroga, la cual 
fue otorgada por el Presidente, el Estado designó como Agente al señor Marcos Kohn 
Gallardo y como Agente alterno al señor Mario Sandoval, e informó que había 
designado como Juez ad hoc al señor Emilio Camacho.  
 
18.  El 9 de septiembre de 2002 CEJIL presentó sus solicitudes, argumentos y 
pruebas, después de haber solicitado dos prórrogas para su presentación, las cuales 
le fueron otorgadas por el Presidente.  En este escrito CEJIL agregó que, además de 
los artículos indicados por la Comisión en su demanda (supra párr. 2), el Estado violó 
el artículo 2 (Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno) de la Convención 
Americana.  
 
19. El 10 y 16 de septiembre de 2002 la Secretaría, siguiendo instrucciones del 
Presidente, informó a la Comisión y al Estado, respectivamente, que se les había 
otorgado plazo hasta el 7 de octubre de 2002 para que presentaran sus 
observaciones al escrito de solicitudes y argumentos.  
 
20. El 15 de noviembre de 2002 la Comisión presentó sus observaciones al escrito 
de solicitudes y argumentos (supra párrs. 18 y 19).  
 
21. El 15 de noviembre de 2002 el Estado remitió un escrito, mediante el cual 
presentó su contestación a la demanda y sus observaciones al escrito de solicitudes y 
argumentos de los representantes (supra párrs. 14 y 19), después de haber 
solicitado una prórroga para su presentación, la cual le fue otorgada por el 
Presidente.  El 22 de noviembre de 2002 el Estado presentó el original del referido 
escrito y sus respectivos anexos.  
 
22. El 13 de enero de 2003 CEJIL presentó un escrito, mediante el cual informó 
de la existencia de “hechos nuevos” y remitió como anexo una copia del Acuerdo y 
Sentencia Nº 1362 emitido por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia del 
Paraguay el 11 de diciembre de 2002, en relación con un recurso de revisión 
interpuesto por la presunta víctima.  
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23. El 17 de febrero de 2003 el Estado presentó un escrito, mediante el cual 
remitió una copia autenticada del Acuerdo y Sentencia que había sido remitido por 
los representantes el 13 de enero de 2003 (supra párr. 22), y solicitó “la admisión de 
dicho documento como prueba surgida de [un] hecho superviniente”.   
 
24. El 9 de enero de 2004 la Comisión comunicó que había designado a los 
señores Ignacio Álvarez y Lilly Ching como asesores legales, en sustitución del señor 
Ariel Dulitzky (supra párr. 13).  
 
25. El 12 de enero de 2004 el Estado presentó un escrito mediante el cual 
informó que el Agente Marcos Kohn Gallardo había renunciado a su cargo, por lo que 
solicitó que las siguientes comunicaciones fueran dirigidas al Agente alterno, hasta el 
nombramiento de un nuevo Agente.  
 
26. El 27 de enero de 2004 el Estado designó al señor César Manuel Royg Arriola 
como nuevo Agente en el caso.  
 
27. El 19 de febrero de 2004 la Asociación por los Derechos Civiles (ADC) 
presentó un escrito en calidad de amicus curiae.  
  
28. El 24 de febrero de 2004 la Sociedad Interamericana de Prensa (SIP) 
presentó un escrito en calidad de amicus curiae.   
 
29. El 27 de febrero de 2004 el Presidente dictó una Resolución, mediante la cual, 
de conformidad con el artículo 47.3 del Reglamento, requirió que los señores Miguel 
López y Fernando Pfannl, propuestos como testigos por la Comisión y por los 
representantes, prestaran sus testimonios a través de declaraciones rendidas ante 
fedatario público (affidávits), y que los señores Hermann Baumann, Ramón Jiménez 
Gaona, Oscar Aranda, Juan Carlos Mendonça y Wolfgang Schöne, propuestos por el 
Estado, los primeros como testigos y los dos últimos como peritos, prestaran sus 
testimonios y peritajes, respectivamente, a través de declaraciones rendidas ante la 
Escribanía Mayor de Gobierno de la República del Paraguay.  Asimismo, el Presidente 
otorgó un plazo improrrogable de veinte días, contado a partir de la transmisión de 
tales affidávits, para que la Comisión Interamericana, los representantes y el Estado 
presentaran las observaciones que estimaran convenientes a las referidas 
declaraciones y dictámenes de los testigos y peritos presentados por las otras partes.  
Asimismo, en dicha Resolución el Presidente convocó a las partes a una audiencia 
pública que se celebraría en la sede de la Corte Interamericana, a partir del 28 de 
abril de 2004, para escuchar sus alegatos finales orales sobre el fondo y las 
eventuales reparaciones y costas, así como las declaraciones testimoniales de los 
señores Ricardo Nicolás Canese Krivoshein y Ricardo Lugo Rodríguez, y los 
dictámenes periciales de los señores Jorge Seall-Sasiain, Horacio Verbitsky y Danilo 
Arbilla.  Además, en esta Resolución el Presidente informó a las partes que contaban 
con plazo hasta el 29 de mayo de 2004 para presentar sus alegatos finales escritos 
en relación con el fondo y las eventuales reparaciones y costas.   
 
30. El 4 de marzo de 2004 la Asociación para la Defensa del Periodismo 
Independiente (PERIODISTAS) presentó un escrito en calidad de amicus curiae.  
 
… 
 
38. Los días 28 y 29 de abril de 2004 la Corte recibió, en audiencia pública sobre 
el fondo y las eventuales reparaciones y costas, las declaraciones de los testigos y 
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los dictámenes de los peritos propuestos por la Comisión Interamericana y por los 
representantes de la presunta víctima.  Además, la Corte escuchó los alegatos finales 
orales de las partes. 
 
Comparecieron ante la Corte: 
 
por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos: 

 
Santiago A. Canton, delegado;  

 Eduardo Bertoni, delegado; 
Ignacio Álvarez, asesor legal, y 
Lilly Ching, asesora legal. 
 

por los representantes de la presunta víctima: 
 
Viviana Krsticevic, directora ejecutiva de CEJIL; 
Raquel Talavera, abogada de CEJIL, y 
Ana Aliverti, abogada de CEJIL. 

 
por el Estado del Paraguay: 
 

César Manuel Royg Arriola, Agente, y 
Mario Sandoval, Agente Alterno. 

 
Testigo propuesto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y por los 
representantes de la presunta víctima: 

 
Ricardo Nicolás Canese Krivoshein. 
  

Testigo propuesto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos: 
 
Ricardo Lugo Rodríguez. 

 
Peritos propuestos por los representantes de la presunta víctima: 
 

Horacio Verbitsky, y 
Danilo Arbilla. 

 
39. El 29 de abril de 2004, durante la exposición de sus alegatos finales orales en 
la audiencia pública sobre el fondo y las eventuales reparaciones y costas, el Estado 
presentó la Constitución Nacional del Paraguay de 1992, el Código Penal del 
Paraguay promulgado el 26 de noviembre de 1997 y el Código Procesal Penal del 
Paraguay promulgado el 8 de julio de 1998. 
 
40. El 28 de mayo de 2004 la Comisión presentó sus alegatos finales escritos. 
 
41. El 28 de mayo de 2004 el Paraguay remitió sus alegatos finales escritos.  
 
42. El 29 de mayo de 2004 los representantes de la presunta víctima presentaron 
sus alegatos finales escritos.  Los anexos de este escrito fueron recibidos el 3 de 
junio de 2004. 
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43. El 16 de agosto de 2004 la Secretaría, siguiendo instrucciones del Presidente, 
solicitó al Estado que remitiera, a más tardar el 20 de agosto de 2004, como prueba 
para mejor resolver, el Código Penal del Paraguay de 1910, el Código Procesal Penal 
del Paraguay de 1890, la Ley Nº 1.444 y las “Acordadas” N° 122/99, N° 124/99; N° 
154/2000; N° 155/2000; y N° 157/2000, que la reglamentan. 
 
44. El 24 de agosto de 2004 el Estado remitió un correo electrónico, mediante el 
cual presentó la versión electrónica de la Ley Nº 1.444 y las “Acordadas” que la 
reglamentan, las cuales le habían sido solicitadas como prueba para mejor resolver 
(supra párr. 43). 
 
45. El 27 de agosto de 2004 el Paraguay presentó el Código Penal del Paraguay 
de 1914 y el Código Procesal Penal del Paraguay de 1890, los cuales le habían sido 
solicitados como prueba para mejor resolver (supra párr. 43). 
 
 

V 
LA PRUEBA 

 
 

A) PRUEBA DOCUMENTAL 
 
… 
 
 

B) PRUEBA TESTIMONIAL Y PERICIAL 
 
60. El 28 y 29 de abril de 2004 la Corte recibió en audiencia pública las 
declaraciones de los testigos y los dictámenes de los peritos propuestos por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos y por los representantes de la 
presunta víctima, respectivamente (supra párr. 38).  A continuación, el Tribunal 
resume las partes relevantes de dichas declaraciones y peritajes. 
 

a) Testimonio del señor Ricardo Nicolás Canese Krivoshein, 
presunta víctima 

 
 

A raíz del proceso penal, el testigo sufrió restricciones para salir del país 
durante ocho años, con la intención de “provocar[le] una pena anticipada”.  
Cuando en 1993 la Universidad de Harvard le extendió una invitación, “hubo 
un intento de detener[lo] y de impedir [su] salida del país”, supuestamente 
porque estaba querellado.  Le negaron “sistemáticamente” la autorización 
para salir del país desde que fue condenado en marzo de 1994 hasta julio de 
1997, ya que le fue “prohibido por el juez de la causa”.  Debido al anterior 
incidente, al ser invitado en 1994 al Brasil por el Partido de los Trabajadores 
de ese país al lanzamiento de la candidatura del señor Lula da Silva, solicitó 
el permiso correspondiente y ofreció garantías reales, ya que con la 
legislación anterior no había ninguna figura que lo pudiera retener siendo una 
persona “afincada” con toda su familia y con su carrera; sin embargo, el juez 
le negó la salida.  En junio de 1994, el juez volvió a negar al testigo el 
permiso de salida cuando la Comisión Bicameral de Investigaciones lo invitó 
al Brasil con la finalidad de investigar, en conjunto con los parlamentarios 
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brasileños, supuestos hechos de corrupción en Itaipú.  Ante esta situación, 
por recomendación de sus abogados, presentó una acción de 
inconstitucionalidad.  Interpuso varios “urgimientos” para que resolvieran 
dicha acción, hasta que finalmente en 1999 la Corte resolvió en forma 
negativa.  Tuvo otras invitaciones a congresos y actividades de tipo científico 
o profesional, pero le negaron la salida. Pudo salir por primera vez del país en 
julio 1997 cuando solicitó permiso para ir al Uruguay a rendir testimonio en 
un juicio y, ante la negativa de dicha solicitud, interpuso un recurso de 
hábeas corpus, el cual le fue concedido. Desde 1994 hasta julio de 1997 no 
pudo salir del país.  En noviembre de 1997 solicitó nuevamente permiso de 
salida y la Corte Suprema de Justicia del Paraguay no le concedió el permiso, 
a pesar de que la sentencia no estaba firme.  En diversas oportunidades la 
Corte no resolvió los hábeas corpus que el señor Canese planteó, lo cual 
también provocó que no pudiera salir del país.  En 1999, cuando fue 
nombrado Viceministro de Minas y Energía, planteó un recurso de hábeas 
corpus “genérico” para poder salir del país, el cual le fue denegado.  Las 
funciones de viceministro implicaban salir del país frecuentemente, por lo que 
tenía que presentar un recurso de hábeas corpus cada vez que necesitaba 
hacerlo.  Los permisos que solicitó mientras era viceministro le fueron 
otorgados porque estaba ejerciendo un cargo público.  Luego de dejar sus 
funciones como viceministro, cada vez que el testigo quería salir del país 
tenía que presentar un recurso de hábeas corpus, hasta que en agosto de 
2002 la Corte Suprema de Justicia del Paraguay levantó de manera definitiva 
la restricción y le concedió permiso de salir del país, aun cuando ya había 
sido condenado y se encontraba sujeto a un último recurso de revisión. 
Nunca fue recluido por orden judicial. 
 
.. 

 
b) Testimonio del señor Ricardo Lugo Rodríguez, diputado de 
1989 a 1993 

 
… 

 
c) Peritaje del señor Horacio Verbitsky, periodista 
 
… 

 
d) Peritaje del señor Danilo Arbilla, periodista 
 

… 
 
 

C) VALORACIÓN DE LA PRUEBA 
 

Valoración de la Prueba Documental 
 
… 

 
Valoración de la Prueba Testimonial y Pericial 
 
… 
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VI 
HECHOS PROBADOS 

 
 
… 
 
 

VII 
CONSIDERACIONES PREVIAS 

 
70. La Corte reconoce la importancia para el presente caso de la decisión que emitió 
la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia del Paraguay el 11 de diciembre de 
2002, por la cual anuló las sentencias condenatorias contra el señor Canese dictadas 
en 1994 y 1997, absolvió a la presunta víctima de toda responsabilidad penal y sus 
consecuencias (supra párr. 69.49), es decir, dejó sin efecto la condena penal que se 
aplicó como responsabilidad ulterior al ejercicio del derecho a la libertad de 
pensamiento y de expresión del señor Canese.  Asimismo, el Tribunal reconoce la 
relevancia de la decisión que emitió la referida Sala Penal el 22 de agosto de 2002, 
mediante la cual resolvió que en adelante el señor Ricardo Canese no necesitaría 
solicitar autorización para salir del Paraguay (supra párr. 69.67), como lo había 
tenido que hacer desde abril de 1994.   
 
71. No obstante lo anterior, este Tribunal hace notar que los hechos generadores de 
las violaciones alegadas se cometieron durante el proceso penal seguido en contra 
de la presunta víctima hasta la emisión de la sentencia absolutoria el 11 de 
diciembre de 2002.  La Corte debe recordar que la responsabilidad internacional del 
Estado se genera de inmediato con el ilícito internacional, aunque sólo puede ser 
exigida después de que el Estado haya tenido la oportunidad de repararlo por sus 
propios medios. Una posible reparación posterior llevada a cabo en el derecho 
interno, no inhibe a la Comisión ni a la Corte para conocer un caso que ya se ha 
iniciado por supuestas violaciones a la Convención Americana, tal como el presente 
que se inició en el sistema interamericano en julio de 19982.  Es por ello que la sola 
emisión de las mencionadas decisiones por la Sala Penal de la Corte Suprema de 
Justicia del Paraguay en agosto y diciembre de 2002 no pueden ser consideradas por 
la Corte como elementos para dejar de conocer sobre las alegadas violaciones a la 
Convención Americana supuestamente ocurridas con anterioridad a su emisión. 

 
 

VIII 
VIOLACIÓN DEL ARTÍCULO 13 EN RELACIÓN CON LOS ARTÍCULOS 1.1 Y 2 

(LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y DE EXPRESIÓN) 
 

Alegatos de la Comisión 
 

… 
 
Alegatos de los representantes de la presunta víctima 

                                                 
2  Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 2, párr. 75; y Caso “Cinco 
Pensionistas”. Sentencia de 28 de febrero de 2003. Serie C No. 98, párrs. 130 a 141. 
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… 

 
Alegatos del Estado 
 

… 
 

Consideraciones de la Corte 
 
75. El artículo 13 de la Convención Americana dispone, inter alia, que: 
 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión.  Este 
derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de 
toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma 
impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 
 
2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a 
previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente 
fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar: 
 

a. el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o 
 
b. la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la 
moral públicas. 

 
3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, 
tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de 
frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información 
o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación 
de ideas y opiniones. 

 
[…] 

 
76. La Corte debe determinar, a la luz de los hechos probados del presente caso, 
si el Paraguay restringió o no indebidamente el derecho a la libertad de pensamiento 
y de expresión del señor Ricardo Canese, como consecuencia del procedimiento 
penal, de las sanciones penales y civiles impuestas, así como de las restricciones 
para salir del país a las que se vio sometido durante ocho años y casi cuatro meses. 
 
1) El contenido del derecho a la libertad de pensamiento y de expresión 
 
77. La Corte ha señalado anteriormente, con respecto al contenido del derecho a 
la libertad de pensamiento y de expresión, que quienes están bajo la protección de 
la Convención tienen no sólo el derecho y la libertad de expresar su propio 
pensamiento, sino también el derecho y la libertad de buscar, recibir y difundir 
informaciones e ideas de toda índole.  Es por ello que la libertad de expresión tiene 
una dimensión individual y una dimensión social, a saber: 
 

ésta requiere, por un lado, que nadie sea arbitrariamente menoscabado o impedido de 
manifestar su propio pensamiento y representa, por tanto, un derecho de cada 
individuo; pero implica también, por otro lado, un derecho colectivo a recibir cualquier 
información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno3. 

                                                 
3  Cfr. Caso Herrera Ulloa, supra nota 15, párr. 108; Caso Ivcher Bronstein. Sentencia de 6 de 
febrero de 2001. Serie C No. 74, párr. 146; Caso “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros). 
Sentencia de 5 de febrero de 2001. Serie C No. 73, párr. 64; y La Colegiación Obligatoria de Periodistas 
(arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva  OC-5/85 del 13 de 
noviembre de 1985. Serie A No. 5, párr. 30.  
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78. Al respecto, la Corte ha indicado que la primera dimensión de la libertad de 
expresión “no se agota en el reconocimiento teórico del derecho a hablar o escribir, 
sino que comprende además, inseparablemente, el derecho a utilizar cualquier 
medio apropiado para difundir el pensamiento y hacerlo llegar al mayor número de 
destinatarios”4.  En este sentido, la expresión y la difusión de pensamientos e ideas 
son indivisibles, de modo que una restricción de las posibilidades de divulgación 
representa directamente, y en la misma medida, un límite al derecho de expresarse 
libremente5. 
 
79. Con respecto a la segunda dimensión del derecho a la libertad de expresión 
esto es, la social, es menester señalar que la libertad de expresión es un medio para 
el intercambio de ideas e informaciones entre las personas;  comprende su derecho 
a tratar de comunicar a otras sus puntos de vista, pero implica también el derecho 
de todos a conocer opiniones, relatos y noticias vertidas por terceros.  Para el 
ciudadano común tiene tanta importancia el conocimiento de la opinión ajena o de la 
información de que disponen otros como el derecho a difundir la propia6. 
 
80. Este Tribunal ha afirmado que ambas dimensiones poseen igual importancia y 
deben ser garantizadas plenamente en forma simultánea para dar efectividad total 
al derecho a la libertad de pensamiento y de expresión en los términos previstos por 
el artículo 13 de la Convención7. 
 
81. En el presente caso, las declaraciones por las que el señor Canese fue 
querellado, efectuadas en el marco de la contienda electoral y publicadas en dos 
diarios paraguayos, permitían el ejercicio de la libertad de expresión en sus dos 
dimensiones.  Por un lado permitían al señor Canese difundir la información con que 
contaba respecto de uno de los candidatos adversarios y, por otra parte, 
fomentaban el intercambio de información con los electores, brindándoles mayores 
elementos para la formación de su criterio y la toma de decisiones en relación con la 
elección del futuro Presidente de la República. 
 
2) La libertad de pensamiento y de expresión en una sociedad democrática 
 
82. La Corte Interamericana en su Opinión Consultiva OC-5/85 hizo referencia a 
la estrecha relación existente entre democracia y libertad de expresión, al establecer 
que 

 
[…] la libertad de expresión es un elemento fundamental sobre el cual se basa la 
existencia de una sociedad democrática. Es indispensable para la formación de la 

                                                 
4  Cfr. Caso Herrera Ulloa, supra nota 15, párr. 109; Caso Ivcher Bronstein, supra nota 114, párr. 
147; “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros), supra nota 114, párr. 65; y La Colegiación 
Obligatoria de Periodistas, supra nota 114, párr. 31. 
 
5  Cfr. Caso Herrera Ulloa, supra nota 15, párr. 109; Caso Ivcher Bronstein, supra nota 114, párr. 
147; Caso “La Última Tentación de Cristo”, supra nota 114, párr. 65; y La Colegiación Obligatoria de 
Periodistas, supra nota 114, párr. 36.  
6  Cfr. Caso Herrera Ulloa, supra nota 15, párr. 110; Caso Ivcher Bronstein, supra nota 114, párr. 
148; Caso “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros), supra nota 114, párr. 66; y La 
Colegiación Obligatoria de Periodistas, supra nota 114, párr. 32. 
 
7  Cfr. Caso Herrera Ulloa, supra nota 15, párr. 111; Caso Ivcher Bronstein, supra nota 114, párr. 
149; Caso “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros), supra nota 114, párr. 67; y La 
Colegiación Obligatoria de Periodistas, supra nota 114, párr. 32. 
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opinión pública. Es también conditio sine qua non para que los partidos políticos, los 
sindicatos, las sociedades científicas y culturales, y en general, quienes deseen influir 
sobre la colectividad puedan desarrollarse plenamente. Es, en fin, condición para que la 
comunidad, a la hora de ejercer sus opciones esté suficientemente informada. Por 
ende, es posible afirmar que una sociedad que no está bien informada no es 
plenamente libre8. 

 
83. En iguales términos a los indicados por la Corte Interamericana, la Corte 
Europea de Derechos Humanos se ha manifestado sobre la importancia que reviste 
en la sociedad democrática la libertad de expresión, al señalar que 
 

[…] la libertad de expresión constituye uno de los pilares esenciales de una sociedad 
democrática y una condición fundamental para su progreso y para el desarrollo 
personal de cada individuo.  Dicha libertad no sólo debe garantizarse en lo que respecta 
a la difusión de información o ideas que son recibidas favorablemente o consideradas 
como inofensivas o indiferentes, sino también en lo que toca a las que ofenden, 
resultan ingratas o perturban al Estado o a cualquier sector de la población.  Tales son 
las demandas del pluralismo, la tolerancia y el espíritu de apertura, sin las cuales no 
existe una sociedad democrática. […] Esto significa que […] toda formalidad, condición, 
restricción o sanción impuesta en la materia debe ser proporcionada al fin legítimo que 
se persigue9. 

 
84. El Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas10 y la Comisión Africana 
de Derechos Humanos y de los Pueblos11 también se han pronunciado en ese mismo 
sentido.  

 
85. Al respecto, valga resaltar que los Jefes de Estado y de Gobierno de las 
Américas aprobaron el 11 de septiembre de 2001 la Carta Democrática 
Interamericana, en la cual, inter alia, señalaron que  

 
[s]on componentes fundamentales del ejercicio de la democracia la transparencia de las 
actividades gubernamentales, la probidad, la responsabilidad de los gobiernos en la 
gestión pública, el respeto por los derechos sociales y la libertad de expresión y de 
prensa12. 

                                                 
8  Cfr. Caso Herrera Ulloa, supra nota 15, párr. 112; y La Colegiación Obligatoria de Periodistas, 
supra nota 114, párr. 70.  
 
9  Cfr. Caso Herrera Ulloa, supra nota 15, párr. 113; Caso Ivcher Bronstein, supra nota 114, párr. 
152; Caso “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros), supra nota 114, párr. 69; Scharsach 
and News Verlagsgesellschaft v. Austria, no. 39394/98, § 29, ECHR 2003-XI; Perna v. Italy [GC], 
no.48898/98, § 39, ECHR 2003-V; Dichand and others v. Austria, no. 29271/95, § 37, ECHR 26 February 
2002; Eur. Court H.R., Case of Lehideux and Isorni v. France, Judgment of 23 September, 1998, para. 55; 
Eur. Court H.R., Case of Otto-Preminger-Institut v. Austria, Judgment of 20 September, 1994, Series A 
no. 295-A, para. 49;  Eur. Court H.R. Case of Castells v. Spain, Judgment of 23 April, 1992, Serie A. No. 
236, para. 42; Eur. Court H.R. Case of Oberschlick v. Austria, Judgment of 25 April, 1991, para. 57; Eur. 
Court H.R., Case of Müller and Others v. Switzerland, Judgment of 24 May, 1988, Series A no. 133, para. 
33; Eur. Court H.R., Case of Lingens v. Austria, Judgment of 8 July, 1986, Series A no. 103, para. 41; Eur. 
Court H.R., Case of Barthold v. Germany, Judgment of 25 March, 1985, Series A no. 90, para. 58; Eur. 
Court H.R., Case of The Sunday Times v. United Kingdom, Judgment of 29 March, 1979, Series A no. 30, 
para. 65; y Eur. Court H.R., Case of Handyside v. United Kingdom, Judgment of 7 December, 1976, Series 
A No. 24, para. 49. 
 
10  Cfr. O.N.U., Comité de Derechos Humanos, Aduayom y otros c. Togo (422/1990, 423/1990 y 
424/1990), dictamen de 12 de julio de 1996, párr. 7.4. 
 
11 Cfr. African Commission on Human and Peoples' Rights, Media Rigths Agenda and Constitucional 
Rights Project v. Nigeria, Communication Nos 105/93, 128/94, 130/94 and 152/96, Decision of 31 
October, 1998, para 54. 
 
12  Carta Democrática Interamericana.  Aprobada en la primera sesión plenaria de la Asamblea 
General de la OEA, celebrada el 11 de septiembre de 2001, artículo 4. 
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86. Existe entonces una coincidencia entre los diferentes sistemas regionales de 
protección a los derechos humanos y el universal, en cuanto al papel esencial que 
juega la libertad de expresión en la consolidación y dinámica de una sociedad 
democrática.  Sin una efectiva libertad de expresión, materializada en todos sus 
términos, la democracia se desvanece, el pluralismo y la tolerancia empiezan a 
quebrantarse, los mecanismos de control y denuncia ciudadana se comienzan a 
tornar inoperantes y, en definitiva, se crea el campo fértil para que sistemas 
autoritarios se arraiguen en la sociedad13.  
 
87. La Corte observa que las declaraciones por las que el señor Canese fue 
querellado se dieron durante el debate de la contienda electoral a la Presidencia de la 
República, en un contexto de transición a la democracia, ya que durante 35 años y 
hasta 1989 el país estuvo bajo una dictadura.  Es decir, las elecciones presidenciales 
en las que participó el señor Canese, en el marco de las cuales realizó sus 
declaraciones, formaban parte de un importante proceso de democratización en el 
Paraguay. 
 
3) La importancia de la libertad de pensamiento y de expresión en el marco de 
una campaña electoral  
 
88. La Corte considera importante resaltar que, en el marco de una campaña 
electoral, la libertad de pensamiento y de expresión en sus dos dimensiones 
constituye un bastión fundamental para el debate durante el proceso electoral, 
debido a que se transforma en una herramienta esencial para la formación de la 
opinión pública de los electores, fortalece la contienda política entre los distintos 
candidatos y partidos que participan en los comicios y se transforma en un auténtico 
instrumento de análisis de las plataformas políticas planteadas por los distintos 
candidatos, lo cual permite una mayor transparencia y fiscalización de las futuras 
autoridades y de su gestión. 
 
89. Al respecto, la Corte Europea ha expresado que: 
 

La libertad de expresión, preciosa para todos, es particularmente importante para los 
partidos políticos y sus miembros activos (ver, mutatis mutandis, el Partido Comunista 
Unido de Turquía y otros c. Turquía, sentencia de 30 de enero de 1998, informes 1998-I, 
p.22, párr.46). Ellos representan a su electorado, llaman la atención sobre sus 
preocupaciones y defienden sus intereses.  Por lo tanto, las interferencias a la libertad 
de expresión de un político miembro de un partido de oposición, como el solicitante, 
deben ser cuidadosamente examinadas por la Corte14. 

 
90. El Tribunal considera indispensable que se proteja y garantice el ejercicio de 
la libertad de expresión en el debate político que precede a las elecciones de las 
autoridades estatales que gobernarán un Estado. La formación de la voluntad 
colectiva mediante el ejercicio del sufragio individual se nutre de las diferentes 
opciones que presentan los partidos políticos a través de los candidatos que los 
representan.  El debate democrático implica que se permita la circulación libre de 
ideas e información respecto de los candidatos y sus partidos políticos por parte de 
los medios de comunicación, de los propios candidatos y de cualquier persona que 

                                                                                                                                                 
 
13  Cfr. Caso Herrera Ulloa, supra nota 15, párr. 116. 
 
14  Eur. Court H.R., Case of Incal v. Turkey, judgment of 9 June, 1998, Reports 1998-IV, para. 46. 
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desee expresar su opinión o brindar información.  Es preciso que todos puedan 
cuestionar e indagar sobre la capacidad e idoneidad de los candidatos, así como 
disentir y confrontar sus propuestas, ideas y opiniones de manera que los electores 
puedan formar su criterio para votar.  En este sentido, el ejercicio de los derechos 
políticos y la libertad de pensamiento y de expresión se encuentran íntimamente 
ligados y se fortalecen entre sí.  Al respecto, la Corte Europea ha establecido que: 
 

Las elecciones libres y la libertad de expresión, particularmente la libertad de debate 
político, forman juntas el cimiento de cualquier sistema democrático (Cfr. Sentencia del 
caso Mathieu-Mohin y Clerfayt c. Belgica, de 2 de marzo de 1987, Serie A no. 113, p.22, 
párr. 47, y sentencia del caso Lingens c. Austria de 8 de julio 1986, Serie A no. 103, p. 
26, párrs. 41-42).  Los dos derechos están interrelacionados y se refuerzan el uno al 
otro: por ejemplo, como ha indicado la Corte en el pasado, la libertad de expresión es 
una de las “condiciones” necesarias para “asegurar la libre expresión de opinión del 
pueblo en la elección del cuerpo legislativo” (ver la sentencia mencionada más arriba del 
caso Mathieu-Mohin y Clerfayt, p. 24, párr. 54).  Por esta razón[,] es particularmente 
importante que las opiniones y la información de toda clase puedan circular libremente 
en el período que antecede a las elecciones15.  

 
91. La Corte observa que, en sus declaraciones, la presunta víctima hizo 
referencia a que la empresa CONEMPA, cuyo presidente era el señor Juan Carlos 
Wasmosy, en ese entonces candidato presidencial, le “pasaba” “dividendos” al ex 
dictador Stroessner. Ha quedado demostrado, así como también es un hecho público, 
que dicho consorcio era una de las dos empresas encargadas de ejecutar las obras 
de construcción de la central hidroeléctrica de Itaipú, una de las mayores represas 
hidroeléctricas del mundo y la principal obra pública del Paraguay.   
 
92. La Corte estima que no queda duda de que las declaraciones que hiciera el 
señor Canese en relación con la empresa CONEMPA atañen a asuntos de interés 
público, pues en el contexto de la época en que las rindió dicha empresa se 
encargaba de la construcción de la mencionada central hidroeléctrica.  Conforme 
fluye del acervo probatorio del presente caso (supra párr. 69.4), el propio Congreso 
Nacional, a través de su Comisión Bicameral de Investigación de Ilícitos, se encargó 
de la investigación sobre corrupción en Itaipú, en la cual se involucraba al señor Juan 
Carlos Wasmosy y a la referida empresa. 
 
93. La Corte observa que la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia del 
Paraguay, al emitir la decisión por la cual anuló las sentencias condenatorias dictadas 
en 1994 y 1997 (supra párr. 69.49), indicó que las declaraciones que el señor 
Canese rindió en el marco político de una campaña electoral a la Presidencia de la 
República, “necesariamente importan en una Sociedad Democrática, encaminada a 
una construcción participativa y pluralista del Poder, una cuestión de interés 
público”. 
 
94. En el presente caso, al emitir las declaraciones por las que fue querellado y 
condenado, el señor Canese estaba ejercitando su derecho a la libertad de 
pensamiento y de expresión en el marco de una contienda electoral, en relación con 
una figura pública como es un candidato presidencial, sobre asuntos de interés 
público, al cuestionar la capacidad e idoneidad de un candidato para asumir la 
Presidencia de la República.  Durante la campaña electoral, el señor Canese fue 
entrevistado sobre la candidatura del señor Wasmosy por periodistas de dos diarios 

                                                 
15  Eur. Court H.R., Case of Bowman v. The United Kingdom, judgment of 19 February, 1998, 
Reports 1998-I, para. 42. 
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nacionales, en su carácter de candidato presidencial.  Al publicar las declaraciones 
del señor Canese, los diarios “ABC Color” y “Noticias” jugaron un papel esencial 
como vehículos para el ejercicio de la dimensión social de la libertad de pensamiento 
y de expresión16, pues recogieron y transmitieron a los electores la opinión de uno 
de los candidatos presidenciales respecto de otro de ellos, lo cual contribuye a que el 
electorado cuente con mayor información y diferentes criterios previo a la toma de 
decisiones. 
 
 
4) Las restricciones permitidas a la libertad de pensamiento y de expresión en 
una sociedad democrática 
 
95. La Corte considera importante destacar, como en casos anteriores, que el 
derecho a la libertad de expresión no es un derecho absoluto, sino que puede ser 
objeto de restricciones, tal como lo señalan el artículo 13 de la Convención en sus 
incisos 4 y 5 y el artículo 30 de la misma.  Asimismo, la Convención Americana, en el 
inciso 2 del referido artículo 13 de la Convención, prevé la posibilidad de establecer 
restricciones a la libertad de expresión, que se manifiestan a través de la aplicación 
de responsabilidades ulteriores por el ejercicio abusivo de este derecho, las cuales 
no deben de modo alguno limitar, más allá de lo estrictamente necesario, el alcance 
pleno de la libertad de expresión y convertirse en un mecanismo directo o indirecto 
de censura previa.  
 
96. Debido a las circunstancias del presente caso, la Corte estima necesario 
analizar detalladamente si para aplicar la responsabilidad ulterior al señor Canese 
por sus declaraciones, se cumplió con el requisito de necesidad en una sociedad 
democrática17.  El Tribunal ha señalado que la “necesidad” y, por ende, la legalidad 
de las restricciones a la libertad de expresión fundadas en el artículo 13.2 de la 
Convención Americana, dependerá de que estén orientadas a satisfacer un interés 
público imperativo.  Entre varias opciones para alcanzar ese objetivo, debe 
escogerse aquélla que restrinja en menor escala el derecho protegido.  Dado este 
estándar, no es suficiente que se demuestre, por ejemplo, que la ley cumple un 
propósito útil u oportuno; para que sean compatibles con la Convención las 
restricciones deben justificarse según objetivos colectivos que, por su importancia, 
preponderen claramente sobre la necesidad social del pleno goce del derecho que el 
artículo 13 garantiza y no limiten más de lo estrictamente necesario el derecho 
proclamado en dicho artículo. Es decir, la restricción debe ser proporcional al interés 
que la justifica y ajustarse estrechamente al logro de ese legítimo objetivo, 
interfiriendo en la menor medida posible en el efectivo ejercicio del derecho a la 
libertad de expresión18.  
 
97. El control democrático, por parte de la sociedad a través de la opinión pública, 
fomenta la transparencia de las actividades estatales y promueve la responsabilidad 
de los funcionarios sobre su gestión pública, razón por la cual debe existir un mayor 

                                                 
16  Cfr. Caso Herrera Ulloa, supra nota 15, párr. 117; y Caso Ivcher Bronstein, supra nota 114, párr. 
149. 
  
17  Cfr. Caso Herrera Ulloa, supra nota 15, párr. 120. 
 
18  Cfr. Caso Herrera Ulloa, supra nota 15, párrs. 121 y 123; La colegiación obligatoria de 
periodistas, supra nota 114, párr. 46; ver también  Eur. Court H. R., Case of The Sunday Times v. United 
Kingdom, supra nota 120, para. 59; y Eur. Court H. R., Case of Barthold v. Germany, supra nota 120, 
para. 59. 
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margen de tolerancia frente a afirmaciones y apreciaciones vertidas en el curso de 
los debates políticos o sobre cuestiones de interés público19.  
 
98. El Tribunal ha establecido que es lógico y apropiado que las expresiones 
concernientes a funcionarios públicos o a otras personas que ejercen funciones de 
una naturaleza pública deben gozar, en los términos del artículo 13.2 de la 
Convención, de un margen de apertura a un debate amplio respecto de asuntos de 
interés público, el cual es esencial para el funcionamiento de un sistema 
verdaderamente democrático20.  Este mismo criterio se aplica respecto de las 
opiniones o declaraciones de interés público que se viertan en relación con una 
persona que se postula como candidato a la Presidencia de la República, la cual se 
somete voluntariamente al escrutinio público, así como respecto de asuntos de 
interés público en los cuales la sociedad tiene un legítimo interés de mantenerse 
informada, de conocer lo que incide sobre el funcionamiento del Estado, afecta 
intereses o derechos generales, o le acarrea consecuencias importantes.  Como ha 
quedado establecido, no hay duda de que las declaraciones que hiciera el señor 
Canese en relación con la empresa CONEMPA atañen a asuntos de interés público 
(supra párr. 92). 
 
99. En este sentido, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia del Paraguay, 
al emitir el 11 de diciembre de 2002 (supra párr. 69.49) la decisión por la cual anuló 
las sentencias condenatorias dictadas en 1994 y 1997 y absolvió a la presunta 
víctima de culpa y pena, se refirió al carácter y relevancia de las declaraciones de 
ésta, al señalar, inter alia, que  
 

[l]as afirmaciones del Ing. Canese, -en el marco político de una campaña electoral a la 
primera magistratura-, necesariamente importan en una Sociedad Democrática, 
encaminada a una construcción participativa y pluralista del Poder, una cuestión de 
interés público.  Nada más importante y público que la discusión y posterior elección 
popular del Primer Magistrado de la República. 

 
100. Las anteriores consideraciones no significan, de modo alguno, que el honor de 
los funcionarios públicos o de las personas públicas no deba ser jurídicamente 
protegido, sino que éste debe serlo de manera acorde con los principios del 
pluralismo democrático21.  Asimismo, la protección de la reputación de particulares 
que se encuentran inmiscuidos en actividades de interés público también se deberá 
realizar de conformidad con los principios del pluralismo democrático.  
 
101. El artículo 11 de la Convención establece que toda persona tiene derecho al 
respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad, por lo que este derecho 
implica un límite a la expresión, ataques o injerencias de los particulares y del 
Estado.  Por ello, es legítimo que quien se sienta afectado en su honor recurra a los 
mecanismos judiciales que el Estado disponga para su protección. 
 
102. La Corte Europea de Derechos Humanos ha sostenido de manera consistente 
que, con respecto a las limitaciones permisibles sobre la libertad de expresión, se 

                                                 
 
19  Cfr. Caso Herrera Ulloa, supra nota 15, párr. 127; Caso Ivcher Bronstein, supra nota 114, párr. 
155; en el mismo sentido, Feldek v. Slovakia, no. 29032/95, § 83, ECHR 2001-VIII; y Sürek and Özdemir 
v. Turkey, nos. 23927/94 and 24277/94, § 60, ECHR Judgment of 8 July, 1999. 
 
20  Cfr. Caso Herrera Ulloa, supra nota 15, párr. 128. 
 
21  Cfr. Caso Herrera Ulloa, supra nota 15, párr. 128. 
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debe distinguir entre las restricciones que son aplicables cuando el objeto de la 
expresión se refiera a un particular y, por otro lado, cuando haga referencia a una 
persona pública como, por ejemplo, un político. Al respecto, la Corte Europea ha 
manifestado que: 
 

Los límites de la crítica aceptable son, por tanto, respecto de un político, más amplios 
que en el caso de un particular. A diferencia de este último, aquel inevitable y 
conscientemente se abre a un riguroso escrutinio de todas sus palabras y hechos por 
parte de periodistas y de la opinión pública y, en consecuencia, debe demostrar un 
mayor grado de tolerancia. Sin duda, el artículo 10, inciso 2 (art. 10-2) permite la 
protección de la reputación de los demás –es decir, de todas las personas- y esta 
protección comprende también a los políticos, aún cuando no estén actuando en carácter 
de particulares, pero en esos casos los requisitos de dicha protección tienen que ser 
ponderados en relación con los intereses de un debate abierto sobre los asuntos 
políticos22. 

 
103. Es así que tratándose de funcionarios públicos, de personas que ejercen 
funciones de una naturaleza pública y de políticos, se debe aplicar un umbral 
diferente de protección, el cual no se asienta en la calidad del sujeto, sino en el 
carácter de interés público que conllevan las actividades o actuaciones de una 
persona determinada.  Aquellas personas que influyen en cuestiones de interés 
público se han expuesto voluntariamente a un escrutinio público más exigente y, 
consecuentemente, en ese ámbito se ven sometidos a un mayor riesgo de sufrir 
críticas, ya que sus actividades salen del dominio de la esfera privada para insertarse 
en la esfera del debate público23.  En este sentido, en el marco del debate público, el 
margen de aceptación y tolerancia a las críticas por parte del propio Estado, de los 
funcionarios públicos, de los políticos e inclusive de los particulares que desarrollan 
actividades sometidas al escrutinio público debe ser mucho mayor que el de los 
particulares.  En esta hipótesis se encuentran los directivos de la empresa CONEMPA, 
consorcio al cual le fue encargada la ejecución de gran parte de las obras de 
construcción de la central hidroeléctrica de Itaipú.   
 
104. Con base en las anteriores consideraciones, corresponde al Tribunal 
determinar si, en este caso, la aplicación de responsabilidades penales ulteriores 
respecto del supuesto ejercicio abusivo del derecho a la libertad de pensamiento y 
de expresión a través de declaraciones relativas a asuntos de interés público, puede 
considerarse que cumple con el requisito de necesariedad en una sociedad 
democrática.  Al respecto, es preciso recordar que el Derecho Penal es el medio más 
restrictivo y severo para establecer responsabilidades respecto de una conducta 
ilícita.  
 
105. El Tribunal estima que en el proceso seguido contra el señor Canese los 
órganos judiciales debieron tomar en consideración que aquel rindió sus 
declaraciones en el contexto de una campaña electoral a la Presidencia de la 
República y respecto de asuntos de interés público, circunstancia en la cual las 
opiniones y críticas se emiten de una manera más abierta, intensa y dinámica 
acorde con los principios del pluralismo democrático.  En el presente caso, el 
juzgador debía ponderar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás 
con el valor que tiene en una sociedad democrática el debate abierto sobre temas de 
interés o preocupación pública. 

                                                 
22  Cfr. Eur. Court H.R., Case of Dichand and others v. Austria, supra nota 120, para. 39; Eur. Court 
H.R., Case of Lingens vs. Austria, supra nota 120, para. 42. 
 
23  Cfr. Caso Herrera Ulloa, supra nota  15, párr. 129. 
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106. El proceso penal, la consecuente condena impuesta al señor Canese durante 
más de ocho años y la restricción para salir del país aplicada durante ocho años y 
casi cuatro meses, hechos que sustentan el presente caso, constituyeron una 
sanción innecesaria y excesiva por las declaraciones que emitió la presunta víctima 
en el marco de la campaña electoral, respecto de otro candidato a la Presidencia de 
la República y sobre asuntos de interés público; así como también limitaron el 
debate abierto sobre temas de interés o preocupación pública y restringieron el 
ejercicio de la libertad de pensamiento y de expresión del señor Canese de emitir 
sus opiniones durante el resto de la campaña electoral.  De acuerdo con las 
circunstancias del presente caso, no existía un interés social imperativo que 
justificara la sanción penal, pues se limitó desproporcionadamente la libertad de 
pensamiento y de expresión de la presunta víctima sin tomar en consideración que 
sus declaraciones se referían a cuestiones de interés público.  Lo anterior constituyó 
una restricción o limitación excesiva en una sociedad democrática al derecho a la 
libertad de pensamiento y de expresión del señor Ricardo Canese, incompatible con 
el artículo 13 de la Convención Americana.  
 
107. Asimismo, el Tribunal considera que, en este caso, el proceso penal, la 
consecuente condena impuesta al señor Canese durante más de ocho años y las 
restricciones para salir del país durante ocho años y casi cuatro meses constituyeron 
medios indirectos de restricción a la libertad de pensamiento y de expresión del 
señor Canese.  Al respecto, después de ser condenado penalmente, el señor Canese 
fue despedido del medio de comunicación en el cual trabajaba y durante un período 
no publicó sus artículos en ningún otro diario. 
 
108.  Por todo lo expuesto, la Corte considera que el Estado violó el derecho a la 
libertad de pensamiento y de expresión consagrado en el artículo 13 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio 
del señor Ricardo Canese, dado que las restricciones al ejercicio de este derecho 
impuestas a éste durante aproximadamente ocho años excedieron el marco 
contenido en dicho artículo. 
 
109. La Corte no se pronuncia sobre las pretensiones de los representantes de la 
presunta víctima sobre la supuesta violación al artículo 2 de la Convención, dado que 
los hechos del presente caso no se encuadran dentro de sus presupuestos.  
 
 

IX 
VIOLACIÓN DEL ARTÍCULO 22 EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 1.1 

(DERECHO DE CIRCULACIÓN Y DE RESIDENCIA) 
 

Alegatos de la Comisión 
 

… 
 
Alegatos de los representantes de la presunta víctima 
 

…  
 
Alegatos del Estado 
 

…  
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Consideraciones de la Corte 
 
113. El artículo 22 de la Convención establece que:  
 

1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tiene derecho 
a circular por el mismo y, a residir en él con sujeción a las disposiciones legales.  
 
2. Toda persona tiene derecho a salir libremente de cualquier país, inclusive del 
propio.  
 
3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser restringido sino en virtud de 
una ley, en la medida indispensable en una sociedad democrática, para prevenir 
infracciones penales o para proteger la seguridad nacional, la seguridad o el orden 
públicos, la moral o la salud públicas o los derechos y libertades de los demás.  

 
[…] 

 
114. El artículo 22 de la Convención protege el derecho de circulación y de 
residencia, el cual contempla el derecho a salir libremente de cualquier país, 
inclusive del propio, habiéndose alegado que este último aspecto ha sido violado en 
el presente caso.   
 
115. La Corte coincide con lo indicado por el Comité de Derechos Humanos en su 
Comentario General No. 2724, en el sentido de que el derecho de circulación se trata 
del derecho de toda persona a trasladarse libremente de un lugar a otro y a 
establecerse libremente en el lugar de su elección. El disfrute de este derecho no 
debe depender de ningún objetivo o motivo en particular de la persona que desea 
circular o permanecer en un lugar25.  Se trata de una condición indispensable para el 
libre desarrollo de la persona. 
 
116. Además, el Comité de Derechos Humanos se ha referido al derecho a salir 
libremente de cualquier país, respecto del cual señaló que: 
 

La libertad de salir del territorio de un Estado no puede hacerse depender de ningún fin 
concreto o del plazo que el individuo decida permanecer fuera del país.  En 
consecuencia, dicha libertad incluye el viaje temporal al extranjero y la partida en caso 
de emigración permanente.  Igualmente, el derecho de la persona a determinar el 
Estado de destino es parte de la garantía jurídica26.  

 
117. El derecho de circulación y de residencia, incluido el derecho a salir del país, 
pueden ser objeto de restricciones, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 
22.3 y 30 de la Convención.  Sin embargo, es necesario que dichas restricciones se 
encuentren expresamente fijadas por ley, y que estén destinadas a prevenir 
infracciones penales o a proteger la seguridad nacional, la seguridad o el orden 
públicos, la moral o la salud públicas o los derechos y libertades de los demás, en la 
medida indispensable en una sociedad democrática. 
 

                                                 
24  Cfr. O.N.U., Comité de Derechos Humanos, Comentario general no. 27 de 2 de noviembre de 
1999. 
 
25  Cfr. O.N.U., Comité de Derechos Humanos, Comentario general no. 27, supra nota 135, párr. 5. 
 
26  Cfr. O.N.U., Comité de Derechos Humanos, Comentario general no. 27, supra nota 135, párr. 8. 
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118. Al referirse a la naturaleza de la restricción para salir del país impuesta al 
señor Canese, el Estado señaló en su escrito de contestación a la demanda y de 
observaciones al escrito de solicitudes y argumentos y en sus alegatos finales 
escritos que la medida adoptada por los tribunales paraguayos había sido dispuesta 
“con naturaleza cautelar” con posterioridad a la condena del Juzgado de Primera 
Instancia, así como también indicó que dicha restricción buscaba “asegurar la 
sujeción del infractor al proceso” (supra párr. 112.a).  
 
119. A pesar de lo señalado por el Estado, la Corte ha constatado que en este caso 
existe gran incertidumbre respecto de la naturaleza de dicha restricción, dado que en 
la copia del expediente del proceso penal seguido contra la presunta víctima, la cual 
fue aportada por el Paraguay, no consta una decisión o resolución emitida por el juez 
de la causa que estableciera como medida cautelar la prohibición de salir del país del 
señor Canese, restricción que en la práctica le fue aplicada durante 
aproximadamente ocho años y casi cuatro meses.  Asimismo, al resolver sobre la 
restricción impuesta al señor Canese, el 22 de agosto de 2002 la Sala Penal de la 
Corte Suprema de Justicia del Paraguay señaló que, ante el hecho de que “la 
Sentencia Definitiva ejecutoriada no inclu[ía] ninguna prohibición” de salir del país, 
se deducía que tal prohibición “fue dictada como medida cautelar en el referido 
proceso” (supra párr. 69.67).  
 
120. Como ha quedado demostrado, el 29 de abril de 1994, aproximadamente un 
mes después de la emisión de la sentencia de primera instancia, el Estado restringió 
por primera vez el derecho de circulación del señor Canese, al denegar la solicitud de 
autorización de salida del país interpuesta por éste ante el Juzgado de Primera 
Instancia en lo Criminal del Primer Turno con el propósito de asistir al “IX Encontro 
Nacional do Partido dos Trabalhadores” y al lanzamiento de la candidatura 
presidencial del señor Luíz Inácio Lula da Silva en el Brasil (supra párr. 69.52 y 
69.53).  El señor Canese ofreció caución personal y caución real, e indicó las razones 
por las cuales tenía arraigo en el Paraguay. El referido juzgado consideró que las 
razones alegadas por aquél no “constitu[ían] motivo suficiente” y que, al estar 
pendiente el cumplimiento de la sentencia condenatoria, el señor Canese debía estar 
sometido a la jurisdicción del juez de la causa.   
 
121. Con posterioridad a la referida decisión denegatoria del permiso de salir del 
país, el señor Canese presentó solicitudes de autorización para salir del país cada vez 
que necesitaba viajar al exterior ante el juez de la causa, así como recursos de 
hábeas corpus ante la Corte Suprema de Justicia del Paraguay, las cuales en algunas 
ocasiones fueron concedidas y en otras fueron denegadas.  La restricción para salir 
del país implicaba para el señor Canese la carga de tener que pedir permiso judicial 
en cada ocasión que lo requería y acatar las consecuentes decisiones del juez de la 
causa o de la Corte Suprema de Justicia del Paraguay.  
 
122. Tal situación se mantuvo hasta que la Sala Penal de la Corte Suprema de 
Justicia del Paraguay decidió el 22 de agosto de 2002 que “proced[ía] la rectificación 
de circunstancias por hábeas corpus genérico” y que el señor Canese no necesitaba 
volver a pedir autorización para salir del país, ya que “la Sentencia Definitiva 
ejecutoriada no inclu[ía] ninguna prohibición” de salir del país, por lo cual dedujo que 
tal prohibición “fue dictada como medida cautelar, en el referido proceso”, y a esa 
fecha devenía “insostenible”. 
 
123. Debido a las circunstancias en las que se dieron los hechos del presente caso, 
la Corte estima necesario analizar detalladamente si al establecer restricciones al 
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derecho a salir del país del señor Canese, el Estado cumplió con los requisitos de 
legalidad, necesidad y proporcionalidad de las restricciones en la medida 
indispensable en una sociedad democrática, los cuales se infieren del artículo 22 de 
la Convención Americana. 
 
a) Requisito de legalidad en una sociedad democrática 
 
124. En relación con el requisito de legalidad de las restricciones a los derechos de 
circulación, de residencia y de salir del país, el Comité de Derechos Humanos señaló 
que las condiciones en que pueden limitarse esos derechos deben estar 
determinadas por ley, por lo que las restricciones no previstas en la ley o que no se 
ajusten a los requisitos establecidos en el artículo 12.3 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, serían violatorias de los referidos derechos.  Asimismo, 
el Comité indicó que al aprobar leyes que prevean las restricciones permitidas, los 
Estados deben guiarse siempre por el principio de que las restricciones no deben 
comprometer la esencia del derecho; así como, también, deben utilizar criterios 
precisos y no conferir una discrecionalidad sin trabas a los encargados de su 
aplicación27. 
 
125. En primer término, la Corte destaca la importancia de la vigencia del principio 
de legalidad en el establecimiento de una restricción al derecho de salir del país en 
una sociedad democrática, dada la alta incidencia que dicha restricción tiene en el 
ejercicio de la libertad personal.  Por ello, es necesario que el Estado defina de 
manera precisa y clara mediante una ley los supuestos excepcionales en los que 
puede proceder una medida como la restricción de salir del país.  La falta de 
regulación legal impide la aplicación de tales restricciones, puesto que no se 
encontrará definido su propósito y los supuestos específicos en los cuales se hace 
indispensable aplicar la restricción para cumplir con alguno de los fines indicados en 
el artículo 22.3 de la Convención, así como también impide al procesado presentar 
los alegatos que estime pertinentes sobre la imposición de tal medida.  No obstante, 
cuando la restricción se encuentre contemplada por ley, su regulación debe carecer 
de ambigüedad de tal forma que no genere dudas en los encargados de aplicar la 
restricción permitiendo que actúen de manera arbitraria y discrecional realizando 
interpretaciones extensivas de la restricción, particularmente indeseable cuando se 
trata de medidas que afectan severamente bienes fundamentales, como la libertad28.   
 
126. Con respecto a la legalidad de la restricción al derecho de salir del país que 
fue impuesta al señor Canese, la Corte ha constatado que en ninguno de los artículos 
del Código Procesal Penal de 1890 se estipulaba la prohibición de salir del país sin 
autorización como medida cautelar.  El Título XVI de dicho Código Procesal Penal 
denominado “De la detención y la prisión preventiva” establecía en el artículo 332 
que “[f]uera del caso de [la] pena impuesta por sentencia, la libertad de las personas 
sólo puede restringirse con el carácter de detención o con el de prisión preventiva”.  
Asimismo, el artículo 708 del referido Código estipulaba que, “[e]n las causas de 
calumnia o injuria no se decretará nunca la detención o prisión preventiva del 
procesado, salvo el caso en que hubiere motivos fundados para presumir que trata 

                                                 
27  O.N.U., Comité de Derechos Humanos, Comentario general no. 27, supra nota 135, párrs. 12 y 
13.  
 
28  Cfr. Caso Baena Ricardo y otros. Sentencia de 2 de febrero de 2001. Serie C No. 72, párrs. 108 y 
115; Caso Cantoral Benavides. Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C No. 69, párr. 157; y Caso 
Castillo Petruzzi y otros. Sentencia de 30 de mayo de 1999. Serie C No. 52, párr. 121.  
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de ausentarse del país”.  De esta forma, tal como lo indicó el Estado en sus alegatos 
(supra párr. 112.a), el Código Procesal Penal de 1890 no disponía ninguna medida 
cautelar alternativa a la prisión preventiva o a la detención.  
 
127. Al respecto, el Paraguay señaló que “a la hora de negar [el permiso de salir 
del territorio nacional], se estaba obrando conforme a[l ...] Código de 
Procedimientos Penales de 1890 [...] que no disponía en ninguna de sus normas 
medidas alternativas o sustitutivas a la prisión preventiva, que hicieran menos 
gravosa la calidad de vida de los imputados por hechos punibles, lo cual sólo fue 
superado por la sanción y puesta en vigencia del nuevo Código Procesal Penal o Ley 
N° 1286/98” (supra párr. 112.a).  
 
128. A partir de las anteriores consideraciones, este Tribunal concluye que al señor 
Canese se le aplicó una restricción a salir del país como una medida cautelar que le 
fue impuesta con respecto al proceso penal seguido en su contra, la cual, por no 
encontrarse regulada mediante una ley, incumplió con el requisito de legalidad 
necesario para que la restricción fuera compatible con el artículo 22.3 de la 
Convención.  
 
b) Requisito de necesidad en una sociedad democrática 
 
129. Después de haber analizado la legalidad de la restricción, la Corte considera 
indispensable destacar que las medidas cautelares que afectan la libertad personal y 
el derecho de circulación del procesado tienen un carácter excepcional, ya que se 
encuentran limitadas por el derecho a la presunción de inocencia y los principios de 
necesidad y proporcionalidad, indispensables en una sociedad democrática.  La 
jurisprudencia internacional y la normativa penal comparada coinciden en que para 
aplicar tales medidas cautelares en el proceso penal deben existir indicios suficientes 
que permitan suponer razonablemente la culpabilidad del imputado y que se 
presente alguna de las siguientes circunstancias: peligro de fuga del imputado; 
peligro de que el imputado obstaculice la investigación; y peligro de que el imputado 
cometa un delito, siendo esta última cuestionada en la actualidad.  Asimismo, dichas 
medidas cautelares no pueden constituirse en un sustituto de la pena privativa de 
libertad ni cumplir los fines de la misma, lo cual puede suceder si se continúa 
aplicando cuando ha dejado de cumplir con las funciones arriba mencionadas.  De lo 
contrario, la aplicación de una medida cautelar que afecte la libertad personal y el 
derecho de circulación del procesado sería lo mismo que anticipar una pena a la 
sentencia, lo cual contradice principios generales del derecho universalmente 
reconocidos29. 
 
130. En el presente caso, la primer decisión judicial en que no se autorizó al señor 
Canese a salir del país fue emitida el 29 de abril de 1994 (supra párr. 69.53), 
aproximadamente un mes después de dictada la sentencia de primera instancia.  La 
Corte observa que, con respecto al requisito de necesidad en una sociedad 
democrática, el Estado señaló que la restricción al derecho de circulación impuesta al 
señor Canese buscaba “asegurar la sujeción del infractor al proceso” (supra párr. 
112.a), lo cual pareciera indicar que la restricción impuesta a la presunta víctima 
durante ocho años y casi cuatro meses se debió a que las autoridades judiciales 
estimaban que existía un peligro de fuga del señor Canese. 
 

                                                 
29  Cfr. Caso Suárez Rosero. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 77. 
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131. Es preciso analizar si la restricción de salir del país impuesta al señor Canese 
fue necesaria para asegurar que éste no evadiera el proceso y su eventual 
responsabilidad penal.  Con respecto a los elementos que podrían haber incidido en 
la posibilidad de que el señor Canese se diera a la fuga, la Corte observa que: a) en 
lo que respecta a la gravedad del delito y la severidad de la pena, el señor Canese 
fue condenado en segunda instancia por el delito de difamación a una pena de dos 
meses de penitenciaría y a una multa de dos millones novecientos nueve mil noventa 
guaraníes; b) se encuentra probado que la presunta víctima ofreció caución personal 
y caución real y comprobó su arraigo en el Paraguay; y c) inclusive el Presidente y el 
Secretario General de la Comisión Bicameral de Investigación de Ilícitos del Congreso 
Nacional remitieron una comunicación al juez de la causa solicitándole que, al 
resolver uno de los pedidos de autorización de salir del país del señor Canese, 
tuviera en cuenta que la Comisión Bicameral consideraba conveniente que aquel 
acompañara a la delegación de la Comisión que viajaría al Brasil en junio de 1994 e 
indicó que el señor Canese regresaría al Paraguay conjuntamente con la delegación 
de la Comisión Bicameral, “debiendo descartarse cualquier hipótesis que el mismo 
desee ausentarse definitivamente del país con el fin de eludir el juicio al cual está 
siendo sometido” (supra párr. 69.55); sin embargo, dicho permiso no fue concedido 
por el juez de la causa.  Por otra parte, la Corte estima que la referida restricción 
devino con el tiempo innecesaria ya que, durante los ocho años y casi cuatro meses 
en que fue aplicada, en reiteradas ocasiones a partir de mayo de 1997 le fueron 
otorgados permisos de salir del país al señor Canese y éste siempre regresó al 
Paraguay e incluso presentó escritos a las autoridades judiciales comunicándoles de 
su regreso (supra párr. 69.62 a 69.65), lo cual denota que éste no eludiría su 
responsabilidad penal en caso de ejecutarse la condena.  Con base en las anteriores 
consideraciones, la Corte concluye que la restricción de salida del país impuesta al 
señor Canese durante ocho años y casi cuatro meses no cumplió con el requisito de 
necesidad en una sociedad democrática, en contravención a lo dispuesto en el 
artículo 22.3 de la Convención. 
 
 
 
 
c) Requisito de proporcionalidad en una sociedad democrática 
 
132. En cuanto al requisito de proporcionalidad en una sociedad democrática, el 
Comité de Derechos Humanos manifestó en su Observación general No. 27 que: 
 

14. […] Las medidas restrictivas deben ajustarse al principio de proporcionalidad; deben 
ser adecuadas para desempeñar su función protectora; deben ser el instrumento menos 
perturbador de los que permitan conseguir el resultado deseado, y deben guardar 
proporción con el interés que debe protegerse.  
 
15. [...]  El principio de proporcionalidad debe respetarse no sólo en la ley que defina las 
restricciones sino también por las autoridades administrativas y judiciales que la 
apliquen. Los Estados deben garantizar que todo procedimiento relativo al ejercicio o 
restricción de esos derechos se lleve a cabo con celeridad y que se expliquen las razones 
de la aplicación de medidas restrictivas30. 

 
133. La Corte considera que la restricción al derecho a salir del país que se 
imponga en un proceso penal mediante una medida cautelar debe guardar 

                                                 
30  O.N.U., Comité de Derechos Humanos, Comentario general no. 27, supra nota 135, párrs. 14 y 
15.  
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proporcionalidad con el fin legítimo perseguido, de manera que se aplique solamente 
si no existe otro medio menos restrictivo y durante el tiempo estrictamente 
necesario para cumplir con su función, en este caso la de evitar la fuga del señor 
Canese (supra párr. 130). 
 
134. Según ha quedado demostrado (supra párrs. 120 a 122), y como se señaló al 
analizar el requisito de la necesidad (supra párr. 130 y 131), al señor Canese se le 
restringió el derecho a salir libremente del Paraguay durante un período de ocho 
años y casi cuatro meses.  De acuerdo al Código Penal de 1914 la pena máxima que 
se le habría podido imponer al señor Canese habría sido de 22 meses de 
penitenciaría y multa hasta de dos mil pesos.  Si se hubiere ejecutado la condena del 
señor Canese, lo cual no sucedió pues éste presentó varios recursos de revisión y fue 
absuelto el 11 de diciembre de 2002 (supra párr. 69.49), la pena privativa de 
libertad que habría tenido que cumplir habría sido de dos meses de penitenciaría.  En 
cuanto a la pena de pago de una multa, el señor Canese ofreció caución personal y 
caución real y comprobó su arraigo en el Paraguay.  El Tribunal encuentra que la 
restricción al derecho a salir del país impuesta al señor Canese y el tiempo durante el 
cual le fue aplicada fueron desproporcionados al fin que se perseguía, ya que existían 
otros medios menos gravosos que podían garantizar el cumplimiento de las penas.  
Por las anteriores consideraciones, la restricción al derecho a salir libremente del país 
impuesta al señor Canese no cumplió con el requisito de proporcionalidad en una 
sociedad democrática que debe caracterizar a la medida cautelar, en contravención 
del artículo 22.3 de la Convención Americana. 
 
135. Por todas las razones anteriormente expuestas, la Corte concluye que el 
Estado aplicó una restricción al derecho de salir del país del señor Ricardo Canese sin 
observar los requisitos de legalidad, necesidad y proporcionalidad, necesarios en una 
sociedad democrática, por lo cual violó el artículo 22.2 y 22.3 de la Convención 
Americana. 
 
 
 
 

X 
VIOLACIÓN DEL ARTÍCULO 8 EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 1.1  

(GARANTÍAS JUDICIALES) 
 

Alegatos de la Comisión 
 

…  
 
Alegatos de los representantes de la presunta víctima 
 

… 
 
Alegatos del Estado 
 

…  
  
Consideraciones de la Corte 
 
139. El artículo 8 de la Convención Americana establece que: 
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1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de 
un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, 
establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal 
formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden 
civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 

 
 2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 

mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda persona 
tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 

  
[…] 

  
f) derecho de la defensa de […] obtener la comparecencia, como testigos o 
peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos; 

  
[…] 

 
a) Respeto al principio del plazo razonable con respecto a la duración del 
proceso penal seguido contra el señor Canese 
 
140. Del análisis del expediente del proceso penal, cuya copia fue aportada por el 
Estado, se encuentra que la querella contra el señor Canese fue interpuesta el 23 de 
octubre de 1992.  Asimismo, la sentencia de primera instancia fue emitida el 22 de 
marzo de 1994 por el Juez de Primera Instancia en lo Criminal del Primer Turno y la 
sentencia de segunda instancia fue dictada el 4 de noviembre de 1997 por el 
Tribunal de Apelación en lo Criminal, Tercera Sala (supra párr. 69.15 y 69.20).  
Contra esta sentencia de segunda instancia tanto el abogado de la parte querellante 
como el abogado del señor Canese presentaron recursos de apelación el 7 y 12 de 
noviembre de 1997, respectivamente (supra párr. 69.21 y 69.23).  El 26 de febrero 
de 1998 el Tribunal de Apelaciones en lo Criminal, Tercera Sala, resolvió no hacer 
lugar al recurso de apelación interpuesto por el señor Canese (supra párr. 69.27).  
Con respecto a la apelación interpuesta por el abogado de la parte querellante, el 19 
de noviembre de 1997 el Tribunal de Apelación en lo Criminal, Tercera Sala, concedió 
el recurso de apelación y ordenó remitir los autos a la Corte Suprema de Justicia del 
Paraguay (supra párr. 69.24).  Sin embargo, dicha apelación fue resuelta por la Sala 
Penal de la Corte Suprema de Justicia del Paraguay recién el 2 de mayo de 2001 
(supra párr. 69.41), es decir, se tardó aproximadamente tres años y cinco meses en 
resolver dicho recurso. 
 
141. Con respecto al principio del plazo razonable contemplado en el artículo 8.1 
de la Convención Americana, este Tribunal ha establecido que es preciso tomar en 
cuenta tres elementos para determinar la razonabilidad del plazo en el que se 
desarrolla un proceso: a) complejidad del asunto, b) actividad procesal del 
interesado y c) conducta de las autoridades judiciales31. 

 
142. La Corte considera que, en ciertos casos, una demora prolongada puede 
llegar a constituir por sí misma una violación de las garantías judiciales.  
Corresponde al Estado exponer y probar la razón por la que se ha requerido más 

                                                 
31  Cfr. Caso 19 Comerciantes, supra nota 2, párr. 190; Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y 
otros. Sentencia de 21 de junio de 2002. Serie C No. 94, párr. 143; y Caso Suárez Rosero, supra nota 
140, párr. 72.  En igual sentido cfr. Eur Court H.R., Motta v. Italy, Judgment of 19 February, 1991, Series 
A No. 195-A, para. 30; y Eur Court H.R, Ruiz-Mateos v. Spain, Judgment of 23 June, 1993, Series A No. 
262, para. 30. 
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tiempo que el que en principio sería razonable para dictar sentencia definitiva en un 
caso particular, de conformidad con los criterios indicados32.  
 
143. Al analizar los criterios que se deben tomar en cuenta para determinar la 
razonabilidad del plazo en el cual se desarrolla el proceso (supra párr. 141), esta 
Corte ha constatado que al señor Canese se le procesó y juzgó por los delitos de 
difamación e injuria y que los principales elementos probatorios lo constituyeron los 
dos artículos periodísticos en los que se publicaron las declaraciones querelladas, ya 
que no se recibió ninguna declaración testimonial ni peritaje.  Asimismo, en su 
declaración indagatoria el señor Canese aceptó haber realizado tales declaraciones, 
por lo que en materia probatoria el proceso penal no revistió gran complejidad.  Al 
respecto, el propio Estado indicó que estaba de acuerdo con la Comisión en que los 
procesos por difamación e injuria “no deben ser precisamente considerados como 
complejos, salvo que las pruebas a ser aportadas al proceso, o la cantidad de 
testigos, o la cantidad de víctimas sea de un número muy elevado, lo cual no se ha 
constatado en este caso”. 
 
144. Con respecto a la actividad procesal de las partes, el señor Canese interpuso 
diversos recursos en ejercicio de los derechos que le otorgaba el ordenamiento 
interno y, consta en el expediente que, en reiteradas ocasiones, tanto el señor 
Canese como el abogado de la parte querellante presentaron escritos solicitando a 
los tribunales internos que resolvieran los recursos planteados.   
 
145. En el presente caso la conducta de las autoridades judiciales se encuentra 
estrechamente relacionada con el anterior parámetro de análisis del plazo razonable.  
El Estado alegó que se debe tomar en cuenta que el proceso penal al cual se sometió 
al señor Canese fue reglado por una norma de corte inquisitivo; que el tipo de 
proceso penal es de instancia privada, es decir, que se “vería muy mal que [el 
Estado] impulse el procedimiento de oficio”; y que la representación del señor 
Canese incurrió en varias oportunidades en “deficiencias por presentaciones fuera de 
plazo o inactividad procesal”.  En diversas oportunidades las autoridades judiciales 
resolvieron de forma tardía incluso los propios recursos urgidos por la parte 
querellante, por ejemplo, cuando después de que el 19 de noviembre de 1997 el 
Tribunal de Apelación en lo Criminal, Tercera Sala, concedió el recurso de apelación 
presentado por el abogado de la parte querellante contra la sentencia de segunda 
instancia y dispuso que se remitieran los autos a la Corte Suprema de Justicia del 
Paraguay, el abogado de la parte querellante se vio obligado a solicitar que se 
resolviera su apelación.  Sin embargo, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia 
del Paraguay tardó aproximadamente tres años y cinco meses en resolver tal 
apelación. 
 
146. En el proceso penal seguido contra el señor Canese las autoridades judiciales 
no actuaron con la debida diligencia y celeridad, lo cual se ve reflejado, por ejemplo, 
en que: a) el proceso tuvo una duración de ocho años y seis meses hasta que quedó 
firme la sentencia de segunda instancia; b) el período transcurrido entre la 
interposición de la apelación contra la sentencia de primera instancia y la emisión de 
la sentencia de segunda instancia fue de tres años y siete meses; y c) el período 
transcurrido entre la interposición del recurso de apelación contra la sentencia de 

                                                 
32  Cfr. Caso 19 Comerciantes, supra nota 2, párr. 191; Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y 
otros, supra nota 142, párr. 145; y Caso Las Palmeras. Sentencia de 6 de diciembre de 2001. Serie C No. 
90, párrs. 63 y 64. 
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segunda instancia interpuesto por el abogado de la parte querellante y su resolución 
final fue de aproximadamente tres años y cinco meses. 
 
147.  La Corte observa que el propio Estado afirmó que es posible que “… el caso 
de[l señor] Canese  -regido bajo las formas del viejo proceso- haya sido uno de los 
tantos que pudieran haberse dilatado más allá de los parámetros mínimos atendidos 
por la Convención Americana, sin que esto finalmente pudiera ser imputado a los 
órganos del Estado Paraguayo, que en medio de la crisis ha[n] sabido superar dichos 
problemas e implementar un nuevo modelo penal –sustancial y formal”.  
 
148. Con respecto a los referidos alegatos del Paraguay (supra párrs. 145 y 147), 
la Corte reitera que, de conformidad con lo estipulado en el artículo 27 de la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, es un principio básico del 
Derecho Internacional que “[u]na parte no podrá invocar las disposiciones de su 
derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado”.  En el derecho 
de gentes, una norma consuetudinaria prescribe que un Estado que ha ratificado un 
tratado de derechos humanos debe introducir en su derecho interno las 
modificaciones necesarias para asegurar el fiel cumplimiento de las obligaciones 
asumidas33.  Los Estados no pueden incumplir estas obligaciones convencionales 
alegando supuestas dificultades de orden interno34.  Por tales razones, la regulación 
procesal penal del Paraguay aplicada en el proceso seguido contra el señor Canese 
no podía ser invocada por este Estado para incumplir la garantía de razonabilidad del 
plazo al juzgar a la presunta víctima, de conformidad con la obligación a su cargo 
contemplada en el artículo 8.1 de la Convención Americana. 
 
149. Además, esta Corte ha constatado que la Sala Constitucional de la Corte 
Suprema de Justicia del Paraguay tardó casi tres años en resolver la acción de 
inconstitucionalidad planteada el 19 de noviembre de 1997 por el señor Canese 
contra las sentencias de primera y segunda instancia.  Merece ser resaltado que en 
dicha decisión la Sala Constitucional declaró la “caducidad de la instancia”, a pesar 
de que el señor Canese y su abogado solicitaron en seis ocasiones35 que se 
resolviera la referida acción de inconstitucionalidad. 

                                                

 
150. Asimismo, la decisión de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia del 
Paraguay de 11 de diciembre de 2002 (supra párr. 69.49), la cual absolvió al señor 
Canese, indicó que: 
 

se debe proteger al imputado de modo efectivo resolviendo en esta instancia en 
definitiva, puesto que esta causa penal llevó casi diez años de trámite ante todas las 
instancias judiciales, y conforme al artículo 8vo de la citada Convención Americana, 

 
33  Cfr. Caso Juan Humberto Sánchez. Interpretación de la Sentencia sobre Excepciones 
Preliminares, Fondo y Reparaciones. (art. 67 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia 
de 26 de noviembre de 2003. Serie C No. 102; párr. 60; Caso Bulacio. Sentencia de 18 de septiembre de 
2003. Serie C No. 100, párr. 117; y Caso Barrios Altos. Interpretación de la Sentencia de Fondo. (art. 67 
Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 3 de septiembre de 2001. Serie C No. 83, 
párr. 17. 
 
34  Cfr. Caso Bulacio, supra nota, párr. 144; Caso Trujillo Oroza. Reparaciones (art. 63.1 Convención 
Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 27 de febrero de 2002. Serie C No. 92, párr. 106; y 
Caso Barrios Altos. Sentencia de 14 de marzo de 2001. Serie C No. 75, párr. 41. 
 
35  El señor Canese y su abogado presentaron solicitudes ante la Corte Suprema de Justicia del 
Paraguay los días 7 de junio, 13 de septiembre, 26 de octubre y 9 de diciembre de 1999, así como el 2 y 
16 de febrero de 2000. 
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“Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable”. 

 
151. Con fundamento en las consideraciones precedentes, del estudio global del 
proceso penal seguido contra el señor Canese, el Tribunal concluye que el Estado 
violó el derecho del señor Canese a ser juzgado en un plazo razonable, en 
contravención de lo estipulado en el artículo 8.1 de la Convención Americana. 
 
b)  Respeto al derecho a la presunción de inocencia  
 
152. El artículo 8.2 de la Convención Americana establece que: 
 
 2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 

mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.  […] 
 
153. La Corte ha señalado que el artículo 8.2 de la Convención exige que una 
persona no pueda ser condenada mientras no exista prueba plena de su 
responsabilidad penal.  Si obra contra ella prueba incompleta o insuficiente, no es 
procedente condenarla, sino absolverla36.  En este sentido, la Corte ha afirmado que 
en el principio de presunción de inocencia subyace el propósito de las garantías 
judiciales, al afirmar la idea de que una persona es inocente hasta que su 
culpabilidad sea demostrada37. 
 
154. La Corte considera que el derecho a la presunción de inocencia es un 
elemento esencial para la realización efectiva del derecho a la defensa y acompaña al 
acusado durante toda la tramitación del proceso hasta que una sentencia 
condenatoria que determine su culpabilidad quede firme.  Este derecho  implica que 
el acusado no debe demostrar que no ha cometido el delito que se le atribuye, ya 
que el onus probandi corresponde a quien acusa.   
 
155. Como se encuentra probado (supra párr. 69.15), el 22 de marzo de 1994 el 
juez de primera instancia declaró que el señor Canese había cometido los delitos de 
injuria y difamación y, en segunda instancia, el 4 de noviembre de 1997 se revocó la 
condena por el delito de injuria y se le condenó por difamación (supra párr. 69.20).  
Posteriormente, el 11 de diciembre de 2002 la Sala Penal de la Corte Suprema de 
Justicia del Paraguay absolvió al señor Canese del delito de difamación (supra 
párr.69.49). 
 
156. Según lo dispuesto en el artículo 370 del Código Penal de 1914, cometía el 
delito de difamación 
 

[…] el que ante varias personas reunidas o separadas, pero de manera que pueda 
difundirse la noticia, o en documento público o por medio de impresos, caricaturas o 
dibujos de cualquier género, divulgados o expuestos al público, atribuye a una persona 
delitos de acción pública sin precisarlos, o de acción penal privada aunque fuesen 
concretos, o hechos que podrían exponerlas a un procedimiento disciplinario, o al 
desprecio o al odio público, o vicio o falta de moralidad que pudieran perjudicar 
considerablemente la fama, el crédito o los intereses del agraviado. 
 

157. El artículo 372 del referido Código establecía que cometía el delito de injuria 
 

[…] todo aquel que fuera de los casos expresados, insulta, desacredita, deshonra o 
menosprecia a otro con palabras, escritos o acciones.  […]  

                                                 
36 Cfr. Caso Cantoral Benavides, supra nota 139, párr. 120. 
37 Cfr. Caso Suárez Rosero, supra nota 140, párr. 77. 
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En caso de que un escrito injurioso sea publicado en un impreso, diario o periódico, el 
reo será castigado con uno a cinco meses de penitenciaría y multa de cuatrocientos a 
mil pesos. 

 

158. Las referidas normas del Código Penal de 1914 que regulaban los delitos de 
difamación e injuria aplicadas al señor Canese, no contemplaban la verdad o 
notoriedad de la afirmación o declaración como elemento del tipo penal, por lo que el 
análisis de la comisión de tales delitos se centraba en que existiera una afirmación o 
declaración que atribuyera a una persona la comisión de un delito, que la pudiera 
exponer a un procedimiento disciplinario o que “pudieran perjudicar 
considerablemente la fama, el crédito o los intereses del agraviado” o en que se 
“insult[ara], desacredit[ara], deshonrar[ara] o menospreci[ara]” a otro, y en la 
determinación del dolo del autor de tales conductas. 

159. La Corte ha notado que el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 
Primer Turno y el Tribunal de Apelación en lo Criminal, Tercera Sala, presumieron el 
dolo del imputado del hecho de que éste no se retractó de las declaraciones que 
había realizado sino que las ratificó, de su grado de preparación intelectual y de su 
conocimiento sobre la obra pública de Itaipú que, a criterio del juzgador, implicaban 
que “sabía perfectamente a quienes iban dirigidas sus declaraciones, el alcance que 
tenían sus expresiones y el daño que podría causar a éstos”.  Además, a partir de 
estas implicaciones, los juzgadores asumen que el señor Canese tenía intención de 
agraviar o menoscabar la imagen, fama, crédito o intereses de los integrantes del 
directorio de Conempa.   
 
160. La Corte estima pertinente destacar, como ilustrativo del razonamiento de 
tales tribunales penales, lo indicado en la sentencia de primera instancia cuando el 
juez afirmó que: 

 
[…] cabe acotar aquí que el acusado concurrió a este Juzgado en varias oportunidades 
acompañado de varios operadores y líderes políticos, lo que lleva también al juzgado a 
concluir que lo manifestado en esas oportunidades fue evidentemente intencional.   

 […] 
[…E]s el momento de determinar claramente el resultado de este sumario abierto para 
la investigación de delitos querellados y el Juzgado sin lugar a dudas arriba a la 
conclusión de que el acusado no ha logrado desvirtuar la acusación de haber cometido 
intencionalmente los delitos tipificados en los artículos 370 y 372 del Código Penal.  

 
161. A partir de las anteriores razones, el Tribunal encuentra claro que tanto el 
Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Primer Turno como el Tribunal de 
Apelación en lo Criminal, Tercera Sala, presumieron el dolo del señor Canese y, a 
partir de ello, le exigieron que desvirtuara la existencia de su intención dolosa.  De 
esta manera, tales tribunales no presumieron la inocencia del imputado, por lo que la 
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Corte concluye que el Estado violó, en perjuicio del señor Canese, el artículo 8.2 de 
la Convención Americana. 
 
162. Por otra parte, en cuanto a la restricción para salir del país, la Corte ha 
indicado que dicha restricción puede constituirse en un sustituto de la pena privativa 
de libertad si se continúa aplicando cuando ha dejado de cumplir con su función de 
aseguramiento procesal (supra párr. 129)38. En el presente caso, ha quedado 
establecido, de conformidad con los parámetros anteriormente expuestos, que la 
restricción al derecho de circulación aplicada al señor Canese durante ocho años y 
casi cuatro meses devino innecesaria y desproporcionada (supra párrs. 131, 134 y 
135) para asegurar que aquel no eludiera su responsabilidad penal en caso de 
ejecutarse la condena.  Esto significó en la práctica una anticipación de la pena que 
le había sido impuesta y que nunca fue ejecutada, lo cual constituye una violación al 
derecho de presunción de inocencia contemplado en el artículo 8.2 de la Convención.  
 
c) El respeto al derecho de defensa 
 
163. En lo relevante, el artículo 8 de la Convención Americana establece que: 
 
 2. […] Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las 

siguientes garantías mínimas: 
 
 […] 
 
 f) derecho de la defensa de […] obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de 

otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos; 
 
 […] 
 
164. En el presente caso se encuentra demostrado que en el proceso penal seguido 
en contra del señor Canese no se le permitió obtener la comparecencia, como 
testigos o peritos, de otras personas que pudieran “arrojar luz sobre los hechos”.  En 
cuanto a la primera instancia, el juez de la causa, después de haber emitido una 
resolución citando a audiencias a los testigos propuestos por el señor Canese, revocó 
tal decisión y ordenó el cierre del período probatorio, por lo cual no se rindió ninguna 
prueba testimonial, coartando por una negligencia judicial la posibilidad de presentar 
medios probatorios en su defensa que pudieran “arrojar luz sobre los hechos”.  
Además, ante el Tribunal de Apelación en lo Criminal, Tercera Sala, tampoco se 
produjo prueba testimonial alguna.   
 
165. La defensa del señor Canese consistió en repetir ante los tribunales que sus 
declaraciones no iban dirigidas a los querellantes, sino que se referían al señor 
Wasmosy, en el marco de la campaña electoral a la Presidencia de la República.  Los 
tribunales consideraron que la ratificación de sus declaraciones en la declaración 
indagatoria y en la conciliación constituía una “`confesión simple’ del delito”.   
 
166. Con base en lo señalado, la Corte considera que el Estado violó, en perjuicio 
del señor Ricardo Canese, el artículo 8.2.f) de la Convención Americana. 
 

                                                 
38  Cfr. Caso Suárez Rosero, supra nota 140, párr. 77. 
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167. Por todo lo anteriormente expuesto, la Corte declara que el Estado violó, en 
perjuicio del señor Ricardo Canese, el artículo 8.1, 8.2 y 8.2.f) de la Convención, en 
relación con el artículo 1.1 de la misma. 
 
 

XI 
VIOLACIÓN DEL ARTÍCULO 9 EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 1.1  

(PRINCIPIO DE LEGALIDAD Y DE RETROACTIVIDAD) 
 

Alegatos de la Comisión 
 
168. En cuanto al artículo 9 de la Convención, la Comisión manifestó que: 
  
 … 
 
Alegatos de los representantes de la presunta víctima 
 
169. En relación con el artículo 9 de la Convención, los representantes indicaron 
que: 

 
… 
 

Alegatos del Estado 
 

… 
 
Consideraciones de la Corte 
 
171. El artículo 9 de la Convención Americana establece que 

 
[n]adie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de 
cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede 
imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del 
delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición 
de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello.  

 
172. En el presente caso, la Comisión y los representantes alegaron que el 
Paraguay no aplicó al señor Canese la norma penal más favorable que entró en 
vigencia el 26 de noviembre de 1998, después de que se había emitido la sentencia 
condenatoria de segunda instancia de 4 de noviembre de 1997.  Por su parte, el 
Estado expresó que no violó los principios de legalidad y de retroactividad penal y 
que mediante sentencia emitida por la Corte Suprema de Justicia del Paraguay el 11 
de diciembre de 2002 se absolvió al señor Ricardo Canese por aplicación de la ley 
penal más favorable. 
 
173. Para analizar la alegada violación al artículo 9 de la Convención en este caso, 
es preciso hacer referencia a los principios de legalidad, de irretroactividad de la 
norma desfavorable y de retroactividad de la norma penal más favorable, este último 
alegado como violado en el presente caso. 
 
174. Con respecto al principio de legalidad en el ámbito penal, la Corte ha señalado 
que la elaboración de los tipos penales supone una clara definición de la conducta 
incriminada, que fije sus elementos, y permita deslindarla de comportamientos no 
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punibles o conductas ilícitas sancionables con medidas no penales.  La ambigüedad 
en la formulación de los tipos penales genera dudas y abre el campo al arbitrio de la 
autoridad, particularmente indeseable cuando se trata de establecer la 
responsabilidad penal de los individuos y sancionarla con penas que afectan 
severamente bienes fundamentales, como la vida o la libertad39.   
 
175. De conformidad con el principio de irretroactividad de la ley penal 
desfavorable, el Estado se encuentra impedido de ejercer su poder punitivo en el 
sentido de aplicar de modo retroactivo leyes penales que aumenten las penas, 
establezcan circunstancias agravantes o creen figuras agravadas de delito.  
Asimismo, tiene el sentido de impedir que una persona sea penada por un hecho que 
cuando fue cometido no era delito o no era punible o perseguible40. 
 
176. Asimismo, este Tribunal ha interpretado que los principios de legalidad y de 
irretroactividad de la norma desfavorable son aplicables no sólo al ámbito penal, sino 
que, además, su alcance se extiende a la materia sancionatoria administrativa41.  
 
177. En un Estado de Derecho, los principios de legalidad e irretroactividad 
presiden la actuación de todos los órganos del Estado, en sus respectivas 
competencias, particularmente cuando viene al caso el ejercicio de su poder 
punitivo42. 
 
178. Por su parte, el principio de la retroactividad de la ley penal más favorable se 
encuentra contemplado en el artículo 9 in fine de la Convención, al indicar que si con 
posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más 
leve, el condenado se beneficiará de ello.  Dicha norma debe interpretarse de buena 
fe, conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado 
en el contexto de éstos y teniendo en cuenta el objeto y fin de la Convención 
Americana, cual es la eficaz protección de la persona humana43, así como mediante 
una interpretación evolutiva de los instrumentos internacionales de protección de 
derechos humanos. 
 
179. En este sentido, debe interpretarse como ley penal más favorable tanto a 
aquella que establece una pena menor respecto de los delitos, como a la que 
comprende a las leyes que desincriminan una conducta anteriormente considerada 
como delito, crean una nueva causa de justificación, de inculpabilidad, y de 
impedimento a la operatividad de una penalidad, entre otras.  Dichos supuestos no 
constituyen una enumeración taxativa de los casos que merecen la aplicación del 
principio de retroactividad de la ley penal más favorable.  Cabe destacar que el 
principio de retroactividad se aplica respecto de las leyes que se hubieren 
                                                 
39  Cfr. Caso Baena Ricardo y otros, supra nota 139, párrs. 108 y 115; Caso Cantoral Benavides, 
supra nota 139, párr. 157; y Caso Castillo Petruzzi y otros, supra nota 139, párr. 121.  
 
40  Cfr. Caso Baena Ricardo y otros, supra nota 139, párr. 106; y Caso Castillo Petruzzi y otros, 
supra nota 139, párr. 120. 
 
41  Cfr. Caso Baena Ricardo y otros, supra nota 139, párr. 106. 
42  Cfr. Caso Baena Ricardo y otros, supra nota 139, párr. 107. 
 
43  Cfr. Caso 19 Comerciantes, supra nota 2, párr. 173; Caso Baena Ricardo y otros. Competencia. 
Sentencia de 28 de noviembre de 2003. Serie C No. 104, párrs. 94, 98, 99 y 100; Caso Cantos. 
Excepciones Preliminares. Sentencia de 7 de septiembre de 2001. Serie C No. 85, párr. 37; y Caso 
Constantine y otros. Excepciones Preliminares. Sentencia de 1 de septiembre de 2001. Serie C No. 82, 
párrs. 75 y 86. 
 

 



 33 

sancionado antes de la emisión de la sentencia, así como durante la ejecución de la 
misma, ya que la Convención no establece un límite en este sentido.   
 
180. De conformidad con el artículo 29.b) de la Convención, si alguna ley del 
Estado Parte u otro tratado internacional del cual sea Parte dicho Estado otorga una 
mayor protección o regula con mayor amplitud el goce y ejercicio de algún derecho o 
libertad, éste deberá aplicar la norma más favorable para la tutela de los derechos 
humanos44. 
 
181. Es preciso recordar que la Corte en diversas ocasiones ha aplicado el principio 
de la norma más favorable para interpretar la Convención Americana, de manera 
que siempre se elija la alternativa más favorable para la tutela de los derechos 
protegidos por dicho tratado45.  Según lo ha establecido este Tribunal, si a una 
situación son aplicables dos normas distintas, “debe prevalecer la norma más 
favorable a la persona humana”46. 
 
182. Una vez analizados los principios de legalidad, de irretroactividad de la norma 
desfavorable y de retroactividad de la norma penal más favorable, corresponde al 
Tribunal determinar si en el presente caso el Paraguay violó este último principio.  
Como ha quedado probado, en el presente caso el señor Canese fue procesado y 
condenado de acuerdo al Código Penal de 1914. Sin embargo, después de la emisión 
de la sentencia condenatoria de segunda instancia de 4 de noviembre de 1997, la 
cual lo declaró responsable del delito de difamación, entró en vigencia un nuevo 
Código Penal, el 26 de noviembre de 1998.  El artículo 370 del Código Penal de 
1914, el cual regulaba el delito de difamación, establecía que el culpable de dicho 
delito “ser[ía] castigado con penitenciaría de dos a veintidós meses y multa hasta de 
dos mil pesos”, de manera que esta última no podía ser impuesta como pena única 
sino que debía acompañar a la privativa de libertad.  Con base en esa norma, el 4 de 
noviembre de 1997 el Tribunal de Apelación en lo Criminal, Tercera Sala, al resolver 
los recursos de apelación y nulidad interpuestos por el señor Canese y por la parte 
querellante contra la sentencia de primera instancia, lo condenó por el delito de 
difamación a la pena principal de dos meses de penitenciaría y a la pena accesoria de 
pago de multa de dos millones novecientos nueve mil noventa guaraníes.   
 
183. Según se encuentra establecido, un año y veintidós días después de la 
emisión de la referida sentencia de segunda instancia, entró en vigencia un nuevo 
Código Penal, el cual, inter alia, modificó las penas que el juez podría imponer por el 
delito de difamación.  El nuevo Código disminuyó las penas mínimas y máximas para 
el delito de difamación y estableció la multa como sanción alternativa a la pena de 
prisión.  El nuevo Código estableció que “[c]uando se realizara el hecho ante una 
multitud o mediante difusión de publicaciones […], o repetidamente durante un 

                                                 
44  Cfr. La Colegiación Obligatoria de Periodistas, supra nota 114, párr. 52. 
 
45  Cfr. Caso Herrera Ulloa, supra nota 15, párr. 184; Caso Baena Ricardo y otros, supra nota 139, 
párr. 189; Caso Baena Ricardo y otros. Excepciones Preliminares. Sentencia de 18 de noviembre de 1999. 
Serie C No. 61, párr. 37; y Ciertas Atribuciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(arts. 41, 42, 44, 46, 47, 50 y 51 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva 
OC-13/93 del 16 de julio de 1993. Serie A No. 13, párr. 50. 
  
46  Cfr. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión Consultiva OC-
18/03 de 17 de septiembre  de 2003. Serie A No. 18, párr. 21; y La Colegiación Obligatoria de Periodistas 
(arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de 
noviembre de 1985. Serie A No. 5, párr. 52. 
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tiempo prolongado, la pena podr[ía] ser aumentada a pena privativa de libertad de 
hasta un año o multa”.  Este cambio significa que el legislador tenía la voluntad de 
disminuir la penalidad para el delito de difamación.  
 
184. Como ha sido indicado con anterioridad (supra párrs. 70 y 71), la Corte 
reconoce la importancia de la decisión emitida por la Sala Penal de la Corte Suprema 
de Justicia del Paraguay el 11 de diciembre de 2002, mediante la cual hizo lugar al 
recurso de revisión interpuesto el 12 de agosto de 2002 por el señor Canese y sus 
abogados, anuló las sentencias condenatorias y absolvió de culpa y pena al señor 
Canese.  Sin embargo, para la consideración de la alegada violación al principio de 
retroactividad, es preciso analizar el período comprendido entre el 26 de noviembre 
de 1998 y el 11 de diciembre de 2002, en el cual el señor Ricardo Canese y sus 
abogados presentaron varios recursos de revisión, mediante los cuales solicitaron, 
inter alia, la nulidad de las sentencias condenatorias y la revisión de la condena, 
fundando tales peticiones  en que había entrado en vigencia un nuevo Código Penal 
en 1998. En dicho período la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia del 
Paraguay declaró sin lugar tales recursos de revisión, uno de ellos con base en que 
“no se ofrec[ían] ‘elementos de prueba, ni se indica[ban] nuevos hechos’ que 
amerit[aran] aplicar una norma más favorable para el condenado” (supra párr. 
69.46)47.   
 
185. Sin embargo, en el acuerdo y sentencia Nº 1362 emitido por la Sala Penal de 
la Corte Suprema de Justicia del Paraguay el 11 de diciembre de 2002, mediante el 
cual se absolvió al señor Canese, se indicó que  
 

deb[ía] prosperar el Recurso de Revisión incoado, puesto que en primer lugar, la causal 
legítima de revisión (Art. 481, inc. 4to. del Código Procesal Penal), consistente en que: 
“cuando después de la sentencia sobrevengan hechos nuevos … hagan evidente que … el 
hecho cometido no es punible o corresponda aplicar una norma más favorable”.  Y ello 
es así, porque existe un nuevo Código Penal que ha transformado radicalmente el tipo 
penal de Difamación. 

 
186. Como ha quedado probado, durante un período de aproximadamente cuatro 
años en el cual estuvo en vigencia un nuevo Código Penal que contenía normas más 
favorables que las aplicadas en las sentencias condenatorias al señor Canese, dicha 
normativa más favorable no fue tomada en cuenta por la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia del Paraguay, a pesar de los recursos planteados por el señor 
Canese solicitando, inter alia, la revisión de su condena, así como tampoco fue 
considerada de oficio por el juez competente. La Corte considera que de 
conformidad con el principio de retroactividad de la norma penal más favorable 
dichos tribunales debían comparar los aspectos más favorables de la misma 
aplicables al caso concreto y determinar si se debía reducir las penas impuestas al 
señor Canese o si se debía aplicar solamente la pena de multa, ya que esta última 
había dejado de ser accesoria a la pena de privación de libertad para el delito de 
difamación y se había convertido en alternativa autónoma. 
 
187. Por todo lo expuesto, la Corte concluye que el Estado no aplicó en su debida 
oportunidad el principio de retroactividad de la norma penal más favorable en el 

                                                 
47  Acuerdo y sentencia Nº 374 emitido por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia del 
Paraguay el 6 de mayo de 2002 (copia del expediente del proceso penal seguido contra el señor Ricardo 
Canese por los delitos de difamación e injuria ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de 
Turno, expediente de anexos al escrito de contestación a la demanda y de observaciones al escrito de 
solicitudes y argumentos, tomo II, anexo 4, folio 1200). 
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caso del señor Canese durante un período de aproximadamente cuatro años, con lo 
cual violó, en su perjuicio, el artículo 9 de la Convención, en relación con el artículo 
1.1 de la misma. 
 
 

XII 
REPARACIONES 

APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 63.1 
 
Alegatos de la Comisión 
 
. 

 
 

XIII 
PUNTOS RESOLUTIVOS 

 
 
223. Por tanto, 
 
 
 LA CORTE,  
 
 
DECLARA: 
 
 
Por unanimidad, que: 
 
 
1. el Estado violó el derecho a la libertad de pensamiento y de expresión 
consagrado en el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
en relación con el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio del señor Ricardo Nicolás 
Canese Krivoshein, en los términos de los párrafos 96 a 108 de la presente 
Sentencia. 
 
 
2. el Estado violó el derecho de circulación consagrado en el artículo 22 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de 
dicho tratado, en perjuicio del señor Ricardo Nicolás Canese Krivoshein, en los 
términos del los párrafos 119 a 135 de la presente Sentencia. 
 
 
3. el Estado violó el principio del plazo razonable, el derecho a la presunción de 
inocencia y el derecho a la defensa consagrados, respectivamente, en el artículo 8.1, 
8.2 y 8.2.f) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el 
artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio del señor Ricardo Nicolás Canese 
Krivoshein, en los términos de los párrafos 139 a 167 de la presente Sentencia. 
 
 
4. el Estado violó el principio de retroactividad de la norma penal más favorable 
consagrado en el artículo 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
en relación con el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio del señor Ricardo Nicolás 
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Canese Krivoshein, en los términos de los párrafos 182 a 187 de la presente 
Sentencia. 
 
 
Y DISPONE: 
 
 
Por unanimidad, que: 
 
 
5. esta Sentencia constituye per se una forma de reparación, en los términos de 
los párrafos 205 y 211 de la misma. 
 
 
6. el Estado debe pagar la cantidad de US$ 35.000,00 (treinta y cinco mil 
dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda paraguaya, 
por concepto de indemnización del daño inmaterial ocasionado al señor Ricardo 
Nicolás Canese Krivoshein, en los términos de los párrafos 206 y 207 de la presente 
Sentencia. 
 
 
7. el Estado debe pagar al señor Ricardo Nicolás Canese Krivoshein la cantidad 
total de US$ 5.500,00 (cinco mil quinientos dólares de los Estados Unidos de 
América), por concepto de las costas y gastos.  De este monto total, la cantidad de 
US$ 1.500,00 (mil quinientos dólares de los Estados Unidos de América) 
corresponderá a los gastos en que incurrió el señor Canese Krivoshein ante la 
Comisión Interamericana y la cantidad de US$ 4.000,00 (cuatro mil dólares de los 
Estados Unidos de América) corresponderá a las costas y gastos que el señor Canese 
Krivoshein deberá reintegrar a sus representantes por los gastos asumidos en el 
procedimiento internacional ante el sistema interamericano de protección de los 
derechos humanos, en los términos de los párrafos 214, 215 y 217 de la presente 
Sentencia. 
 
 
8. el Estado deberá publicar en el Diario Oficial y en otro diario de circulación 
nacional, por una sola vez, el capítulo relativo a los hechos probados de esta 
Sentencia, sin las notas al pie de página correspondientes, y la parte resolutiva de la 
misma, en los términos del párrafo 209 de la presente Sentencia. 
 
 
9. el Estado deberá cumplir las medidas de reparación y de reembolso de costas 
y gastos dispuestas en los puntos resolutivos 6, 7 y 8 de la presente Sentencia, 
dentro del plazo de seis meses contados a partir de la notificación de ésta, en los 
términos del párrafo 216 de la presente Sentencia. 
 
 
10. el Estado debe cumplir sus obligaciones de carácter pecuniario mediante el 
pago en dólares de los Estados Unidos de América o en una cantidad equivalente en 
moneda paraguaya, utilizando para el cálculo respectivo el tipo de cambio entre 
ambas monedas que esté vigente en la plaza de Nueva York, Estados Unidos de 
América, el día anterior al pago, en los términos del párrafo 218 de la presente 
Sentencia. 
 

 



 37 

 
11. los pagos por concepto de daño inmaterial y costas y gastos establecidos en 
la presente Sentencia, no podrán ser afectados, reducidos o condicionados por 
motivos fiscales actuales o futuros, en los términos del párrafo 220 de la presente 
Sentencia.  
 
 
12. en caso de que el Estado incurriese en mora, deberá pagar un interés sobre la 
cantidad adeudada, correspondiente al interés bancario moratorio en el Paraguay. 
 
 
13. si por causas atribuibles al beneficiario de las indemnizaciones no fuese 
posible que éste las reciba dentro del indicado plazo de seis meses, el Estado 
consignará dicho monto a favor del beneficiario en una cuenta o certificado de 
depósito en una institución bancaria paraguaya solvente, en dólares estadounidenses 
o su equivalente en moneda paraguaya y en las condiciones financieras más 
favorables que permitan la legislación y la práctica bancarias del Paraguay.  Si al 
cabo de diez años la indemnización no ha sido reclamada, la cantidad será devuelta 
al Estado, con los intereses devengados. 
 
 
14. supervisará el cumplimiento íntegro de la presente Sentencia.  El caso se dará 
por concluido una vez que el Estado haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en 
el presente fallo.  Dentro del plazo de seis meses, contado a partir de la notificación 
de esta Sentencia, el Paraguay deberá rendir a la Corte un primer informe sobre las 
medidas tomadas para dar cumplimiento a esta Sentencia. 
 
 
El Juez ad hoc Camacho Paredes hizo conocer a la Corte su Voto Razonado 
Concurrente, el cual acompaña esta Sentencia. 

 
 
 
 
 
 

Redactada en español y en inglés, haciendo fe el texto en español, en San José, 
Costa Rica, el día 31 de agosto de 2004. 

 
 

 
 

 
Sergio García Ramírez 

Presidente 
 
 
 
 
 
Alirio Abreu Burelli  Oliver Jackman 
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Antônio A. Cançado Trindade Manuel E. Ventura Robles 
 
 
 
 
 
Diego García-Sayán  Emilio Camacho Paredes 

Juez ad hoc 
 

 
 
 

Pablo Saavedra Alessandri 
Secretario 

 
 
Comuníquese y ejecútese, 
 
 
 
 
 Sergio García Ramírez 

       Presidente 
 
 
 
Pablo Saavedra Alessandri 

  Secretario 
 
 
 
 
[Comentario del editor] Se omite el voto concurrente razonado del juez ad 
hoc Emilio Camacho Paredes. 
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